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“El incremento de las relaciones económicas internacionales ha tenido como consecuencia el 
aumento de los casos en los que la insolvencia produce efectos en diferentes países. Cada vez 
son más frecuentes concursos de acreedores en los que bienes que integran la masa activa se 
encuentran fuera del estado en el que ese procedimiento judicial ha sido abierto o en los que 
existen acreedores extranjeros”. 
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El Derecho internacional privado ocupa una muy pequeña parte de nuestro ordenamiento 
jurídico en términos cuantitativos, si lo comparamos con la extensión del Derecho civil, 
administrativo o mercantil.  Sin embargo, dicha rama del derecho ha ido ganando protagonismo 
práctico durante los últimos años, debido a la internacionalización de las sociedades y de los 
mercados. 
 
Las relaciones privadas entre personas de diferentes países ha pasado de ser algo poco común a 
lo habitual. Debido a ello, el Derecho internacional privado ha evolucionado pasando de ser un 
conjunto limitado de reglas ubicadas en el título preliminar del Código Civil a un entramado 
normativo conformado por Convenios Internacionales, Reglamentos Europeos y normas 
internas numerosas y de carácter complejo. 
 
Debido a la importancia creciente de dicha rama del ordenamiento jurídico decidí escogerla 
como objeto de mi trabajo de final de carrera. Asimismo, descarté en todo momento realizar un 
trabajo de investigación debido a que me atraía mucho más la idea de elaboración de un trabajo 
en formato dictamen o informe jurídico ya que durante mi futuro ejercicio profesional me 
encontraré ante la necesidad de elaborarlos. 
 
Por otro lado, la temática sobre la que versa mi dictamen jurídico “El tratamiento de la 
insolvencia transfronteriza” fue un tema propuesto por mi tutora del trabajo de final de carrera, 
no obstante, una vez leí y me documenté acerca del asunto, me pareció un tema muy interesante 
y de una importancia creciente. 
 
Vivimos en un mundo totalmente globalizado, en el que se ha producido un aumento 
desproporcionado de las relaciones económicas internacionales. Todo ello ha conllevado a que 
las empresas adquieran bienes ubicados en diferentes países y se relacionen en su tráfico 
profesional  con sujetos de diferentes nacionalidades. 
 
Por este motivo y,  por desgracia, acentuado más durante la crisis económica en la que estamos 
inmersos, han cobrado una gran importancia las normas de derecho internacional privado 
tendentes a regular la insolvencia transfronteriza. 
 
En cuanto a la metodología aplicada a efectos de la elaboración del presente dictamen, en 
primer lugar he realizado un apartado teórico en el que he intentado sintetizar con la mayor 
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brevedad posible, tarea complicada debido a la dificultad y extensión de la materia, el 
tratamiento transfronterizo de la insolvencia. Posteriormente, he realizado el dictamen 
propiamente dicho, el cual he dividido en diferentes apartados  y subapartados, enmarcando las 
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2. Cuestiones generales sobre la insolvencia transfronteriza 
 
 
Actualmente vivimos en un mundo globalizado. Por globalización se entiende según el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) “una interdependencia económica creciente del conjunto de 
países del mundo, provocada por el aumento del volumen y la variedad de las transacciones 
transfronterizas de bienes y servicios, como de los flujos internacionales de capitales, al tiempo 
de una difusión acelerada y  generalizada de la tecnología”. De su lectura se desprende que la 
globalización consiste en un proceso de interacción e integración entre las personas, las 
empresas y los gobiernos de diferentes naciones, produciéndose una internacionalización de la 
actividad económica. 
 
La globalización de la economía ha tenido como consecuencia lógica la expansión del número 
de empresas que deciden extender sus establecimientos e inversiones más allá de sus fronteras 
nacionales; todo ello conllevando a que los procedimientos que pueden afectar a dichos 
operadores económicos presenten un carácter internacional. 
 
No obstante, en el año 2008  tuvo lugar el inicio de una trágica y devastadora crisis económica, 
aún presente en nuestra sociedad, que asoló y asola  parte del mundo occidental desembocando 
en un bloqueo de mercado y de las transacciones económicas. 
 
Dicha crisis económica ha tenido como consecuencia, entre muchas otras, la existencia de falta 
de financiación bancaria que conlleva a una imposibilidad del pago total de las deudas. La falta 
de pago de las deudas conlleva a la existencia de una desconfianza general del sistema 
financiero y por ende, a una parálisis de los intercambios económicos. 
 
Todo ello implica, por un lado,  que las empresas no adquieran bienes ni contraten servicios 
debido al temor manifiesto de ser víctimas de impagos masivos y, desde otra óptica,  se produce 
una disminución de la actividad de consumo por parte de los consumidores, porque debido a la 
frágil situación económica de las empresas y de los Estados donde se ubican éstas,  temen ser 
despedidos y perder por lo tanto sus ingresos. Por consiguiente, tanto la contratación como el 
consumo disminuyen, se contraen. 
 
Ahora bien, debemos preguntarnos: ¿Qué mecanismos existen para poder combatir dicha 
problemática? 
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Por un lado, hemos de destacar las medidas de tipo macroeconómico, como puede ser la 
inyección de un plus de financiación en los bancos por parte de los Estados, de la Unión 
Europea y del Banco Central Europeo. En definitiva, mediante el aumento de la cantidad de 
dinero en el sistema económico occidental. 
 
Desde otra perspectiva, mediante medidas legales tendentes a conseguir el pago y el cobro de 
las deudas transfronterizas. Es importante remarcar que estos mecanismos legales cobran suma 
importancia  en un mundo totalmente globalizado, pero aún adquieren más protagonismo y 
trascendencia, por desgracia,  en un contexto de crisis económica mundial. 
 
En referencia a los mecanismos legales, hemos de destacar tres instituciones legales del 
Derecho Internacional Privado destinadas a potenciar el cobro de las deudas que se generan en 
el ámbito internacional: 
 
1. Medidas Propias del Derecho Concursal Internacional. 
2. Medidas de cobro de los títulos valores internacionales. 
3. Medidas procesales de agilización de cobro internacional de deudas cuya existencia y 
exigibilidad han sido declaradas judicialmente a través del Reglamento 44/2001. 
 
Estas medidas (junto con las de tipo macroeconómico) tienen la misma finalidad: lograr el 
efectivo cobro de las deudas transfronterizas, reactivando la confianza en el cumplimiento de las 
obligaciones de carácter económico y aumentar los intercambios entre los sujetos privados. 
Ahora bien, el objeto de mi trabajo se centra única y exclusivamente en el análisis de las 
Medidas Propias del Derecho Concursal Internacional. 
 
Para analizar los procedimientos de insolvencia en los supuestos transfronterizos (el Derecho 
Concursal Internacional) debemos partir de dos premisas: 
 
1. La internacionalización de la actividad económica. 
2. Diversidad de legislaciones concursales nacionales existentes. 
 
Dicha diversidad legislativa se centra tanto en aspectos sustantivos como en aspectos 
procesales. Así por ejemplo, cada ordenamiento jurídico puede establecer uno o varios criterios 
de insolvencia, distintos de los que puede considerar otro ordenamiento jurídico; pueden existir 
diferentes criterios de determinación de los sujetos que  pueden ser objeto de un proceso 
concursal; además, en algunos ordenamientos resulta presupuesto necesario para la apertura del 
proceso el estado de insolvencia, mientras que otros basta con el cese generalizado en los 
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pagos… entre muchas otras diferencias que están presentes según la legislación concursal de 
cada estado. 
 
Estas dos premisas nos conducen a encontrarnos en una situación de “inestabilidad 
internacional del procedimiento de insolvencia”1. Este término hace referencia a que los 
Estados, los deudores y los acreedores, en  el contexto internacional, actúan de forma 
oportunista, egoísta y ventajista, en definitiva, actúan por interés propio.  
 
En palabras de F.J. GARCIAMARTÍN ALFÉREZ2, dicho comportamiento oportunista y 
egoísta se ramifica en tres direcciones: 
 
1. El deudor puede actuar egoístamente de dos formas ante el temor de una agresiva 
ejecución colectiva de su patrimonio en un país determinado. Estas dos formas son: 
 
• Trasladar su patrimonio a otro país en el que, una de dos,  sus leyes concursales 
hagan más difícil una ejecución colectiva de su patrimonio o donde las 
decisiones públicas concursales procedentes del extranjero carecen de 
ejecutividad, o sean difícilmente ejecutables. 
• Proceder a trasladar su sede estatutaria  a otro país. Con ello, se producirá una 
huida  del mercado del país donde ejercita a mayor escala sus actividades, 
evitando ser declarado en insolvencia ahí, para trasladarse y provocar el 
concurso en un país diferente de donde está ubicado las actividades del 
sujeto/operador económico en crisis. Ante esta actuación por parte del deudor, 
se está produciendo un fenómeno típico del Derecho Internacional Privado: el 
Forum Shopping. Se produce dicho acontecimiento porque el deudor con el 
traslado de su sede a otro país, sitúa el litigio según su voluntad, ante los 
tribunales del país que desea, y actúa así porque subjetivamente le conviene (ya 
que se aplicarán las normas procesales y sustantivas de derecho concursal que  
más se adecuan a sus propios intereses, que más le interesan-benefician). 
 
2. Los acreedores, ante el temor de que el deudor actúa de forma oportunista, puede actuar 
de dos formas: 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1Término acuñado  por A.L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González., “Armas legales contra la crisis económica. Algunas 
respuestas del derecho internacional privado”. Cuadernos de Derecho Transnacional (Marzo 2013), Vol.5, Nº 1. 
2	   F.J. Garcimartín Alférez, “ El Reglamento de insolvencia: una aproximación general”, en AA.VV, Cooperación judicial 
internacional en materia civil. El convenio de Bruselas, Escuela judicial, Consejo General del Poder judicial, Cuadernos de 
Derecho Judicial, Madrid. 2001. 
	   7	  
• Encarecer sus créditos y productos. Esta actuación es lógica ya que debido al 
riesgo de un procedimiento de insolvencia internacional, en el que es difícil el 
cobro del crédito, esté debe ser más caro y aumentar su precio, porque sino, no 
sería rentable. 
• Pueden instar una ejecución rápida contra el patrimonio del deudor en el país en 
el que éste tenga bienes o activos, perjudicando por un lado al propio deudor y 
a la vez a los demás acreedores de éste, al no poder cobrar sus créditos porque 
no queda patrimonio sobre el que realizar la ejecución. 
 
3. Los Estados acostumbran a adoptar medidas de “proteccionismo autárquico”3.  
 
Dichas medidas tienden por un lado a beneficiar a los acreedores nacionales, en el sentido que 
únicamente ellos puedan participar en el procedimiento de insolvencia y, desde otra perspectiva, 
discriminan a los acreedores no nacionales, quedando excluidos del procedimiento de 
insolvencia. Una generalización  de esta conducta por todos los estados sería catastrófica, más si 
cabe en un contexto actual de globalización económica. 
 
Las consecuencias de una no adecuada o inexistente regulación jurídica del procedimiento de 
insolvencia internacional por parte de un país son terribles; conllevando a un obstáculo del flujo 
internacional de capitales, desincentivando la inversión internacional y el crecimiento 
económico.  
 
Ante esta situación, entran en escena las normas de Derecho Concursal Internacional.  El 
objetivo de estas normas es acabar con la “inestabilidad internacional del procedimiento de 
insolvencia” articulando mecanismos jurídicos que erradiquen los comportamientos 
oportunistas, egoístas y ventajistas del deudor, de los acreedores y de los Estados. Dicho en 
otras palabras: las normas de Derecho Concursal Internacional actúan con la finalidad de 
impedir que un concurso se frustre en sus objetivos por el hecho de que la crisis presente 
elementos extranjeros, es decir,  por el hecho de encontrarnos en una situación de insolvencia 
que afecte a un deudor cuya actividad se enlaza con varios Estado y que, por lo tanto, se 
caracteriza por la presencia  de uno o varios elementos internacionales (ya sea porque sus bienes 
se encuentran en el diferentes países o porque sus acreedores residen en países extranjeros)4. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 Término acuñado  por A.L. Caravaca y J. Carrascosa González., “ Armas legales contra la crisis económica. Algunas respuestas 
del derecho internacional privado”. Cuadernos de Derecho Transnacional (Marzo 2013), Vol.5, Nº 1. 
4Exquerra Uberio,J. de Martín Muñoz, A. (Coord), “ El Reglamento comunitario y la Ley Concursal en el nuevo Derecho 
Internacional Privado de la insolvencia. Estudio sistemático de las Leyes 22/2003 y 8/2003, de 9 de julio”. Ed. Dykinson, 
Madrid,2004, pág.325. 
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Ahora bien,  en el estudio de las regulaciones de los concursos internacionales se debe partir de 
la contraposición de dos modelos normativos: el modelo universal y el modelo territorial.  Estos 
dos modelos dan una respuesta muy diferente a la situación de concurso internacional, es decir, 
son dos estrategias distintas de razonamiento y de actuación, de ordenación del denominado 
concurso con elementos de extranjería. 
 
Por un lado, el modelo universal, que responde a los principio de unidad, defiende que ante la 
existencia de un procedimiento de insolvencia internacional, se debe partir de un procedimiento 
colectivo único que abarque la totalidad de bienes y deudas del concursado, sin tener en 
consideración el país donde éstas se encuentren; concurriendo al mismo todos los acreedores 
(tanto nacionales como extranjeros). Asimismo, se atribuirá la competencia judicial 
internacional a los tribunales del país donde el deudor tenga el centro de intereses principales y 
se aplicará un único derecho procedimental y sustantivo, la denominada lex fori concursus y las 
decisiones que se adopten se reconocerán y ejecutarán en los demás estados. Dicho en otras 
palabras, la normativa concursal internacional que se inspire en este modelo se caracteriza por la 
existencia de un único procedimiento seguido ante una única autoridad nacional, este único 
procedimiento quedará sometido a una única legislación concursal (la lex fori concursus)  y 
tendrá efectos sobre la totalidad de bienes y acreedores del deudor, con independencia del lugar 
donde estos se encuentren. Como dice (LoPUCKI) “en el modelo universal un Estado toca la 
música y los demás bailan a su son”.  
 
Una vez entendido el espíritu de este modelo debemos preguntarnos: ¿Cuáles son las ventajas y 
desventajas que presenta? 
 
En referencia a las ventajas, estas son: 
 
1. El régimen normativo es fácilmente previsible, tanto a nivel de competencia judicial, 
ley aplicable y efectos de las resoluciones. Todo ello en pró de la seguridad jurídica que 
debe regir las transacciones de carácter comerciales internacionales. 
2. Se evita el ya explicado fenómeno del  Forum Shopping,  ya que aunque el deudor 
traslade sus bienes, el procedimiento de insolvencia alcanzará a todos los bienes con 
independencia de su ubicación. 
3. La existencia de un único procedimiento de insolvencia conlleva a la reducción de 
costes procesales. Es un modelo de procedimiento más simple, más rápido y más 
económico. 
4. La existencia de un único procedimiento de insolvencia  garantiza que no concurran 
contradicciones entre decisiones. 
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5. Asegura un tratamiento igualitario del conjunto de acreedores, el denominado par 
conditio creditorum. Este trato igualitario se consigue debido a la existencia  de un 
único procedimiento de insolvencia regido por la misma ley, no teniendo los acreedores 
que perseguir los bienes del concursado en diferentes países. 
6. Por último, el modelo universal tiende a favorecer al deudor cuando se halla en 
condiciones de ser sometido a un procedimiento de saneamiento. Como es lógico, la 
apertura de diversos procedimientos conlleva que se apliquen diferentes legislaciones, 
corriendo el peligro de que alguna de ellas no contemple medidas de saneamiento 
(recordemos la ya mencionada diversidad de legislaciones concursales nacionales 
existentes) o establezcan requisitos diferentes para su aplicación. En relación a esto, hay 
que tener en cuenta que “el saneamiento de la empresa requiere un alto grado de 
cooperación entre las distintas partes implicadas y que es conveniente por ello que se 
haga de forma centralizada”.5 
 
En lo relativo a los inconvenientes, estos son: 
 
1. Presenta en ocasiones “problemas de compatibilidad de la legislación concursal 
nacional aplicable con la del resto de los Estados en los que debe surtir efectos las 
decisiones aprobadas en el procedimiento”6 
2. En relación a lo anterior, es imprescindible la existencia de una actuación de 
cooperación judicial internacional, se necesita un verdadero espíritu y voluntad de 
cooperación interestatal. Existe un gran problema si no se cuenta con los adecuados 
mecanismos de cooperación para que una resolución obtenida en un proceso concursal 
sea operativa en otros Estados. En definitiva, existe un obstáculo si no se cuentan con 
los adecuados cauces de cooperación tendentes a garantizar el reconocimiento y 
ejecución de las resoluciones adoptadas dentro de un procedimiento de insolvencia de 
carácter internacional. 
3. Por otro lado, el peligro del  Forum Shopping no desaparece del todo, ya que un deudor 
puede trasladar su sede a otro país, actuación que tendrá trascendencia al evitarse la 
competencia judicial del país de origen. 
  
Por el contrario, el modelo territorial responde al principio de pluralidad y, parte de la necesidad 
de iniciación de tantos procesos concursales como número de países en que el deudor tenga 
establecimientos o posea bienes, “con efectos que quedarán limitados al país donde se apertura 
cada proceso concursal y con atribución de la competencia judicial internacional a los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
5	  	  Westbrook, J.L,. “ A Global Solution to Multinational Default”, Michigan Law Review, 2000, p. 2285 
6 Arraiza Jiménez, P, “El concurso de acreedores. Una dimensión internacional”. Ed. Fe d’erratas, Madrid, 2013, pag. 17 
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Tribunales de cada país en cuestión”7. Dicho en otras palabras, cada Estado donde el deudor 
tenga bienes organizará un concurso acorde a su propio derecho, implicando que:  hayan tantos 
procedimientos de insolvencia como Estados en los que el deudor tenga bienes, cada 
procedimiento se articula según el propio derecho vigente en cada Estado y en cada 
procedimiento sólo pueden acudir los acreedores del Estado en cuestión. Por lo tanto, este 
modelo defiende la pluralidad de tribunales estatales, de leyes aplicables al proceso de 
insolvencia y que las decisiones adoptadas tendrán únicamente eficacia territorial limitada al 
Estado en cuyos tribunales las hubieran dictado. 
 
Una vez entendido el espíritu de este modelo debemos preguntarnos: ¿Cuáles son las ventajas y 
desventajas que presenta? 
 
En referencia a las ventajas, estas son: 
 
1. El beneficio que ocasiona a los acreedores locales ya que no se ven obligados  a 
litigar  ante tribunales del extranjero y ante una legislación que desconocen. Es 
importante remarcar que los países acostumbran a ser reticentes a admitir los 
efectos de un concurso extranjero cuando éste va a perjudicar a sus acreedores 
locales, sobretodo si se trata de acreedores no sofisticados (pequeños proveedores,  
consumidores, trabajadores… etc) y no de acreedores sofisticados (un banco 
nacional, una multinacional, una gran compañía… etc). Ello es así, porque cuando 
por ejemplo un banco nacional contrata con una empresa extranjera es capaz de 
determinar y cuantificar el riesgo asociado de dicha operación (la necesidad de 
acudir a un proceso de insolvencia en el extranjero y de conocer su posición en el 
proceso…), y este riesgo asociado, obviamente se tienen en cuenta en la 
cuantificación del precio. En cambio, los acreedores no sofisticados, no son 
capaces de realizar un ajuste de su transacción al riesgo que asumen; son los 
denominados “non adjusting creditors”. 
2. Además, hemos de destacar que en el procedimiento único y universal, el deudor 
podría realizar movimientos estratégicos. Así por ejemplo, el deudor al cambiar su 
domicilio o sede conlleva a una modificación de la jurisdicción y ley aplicable 
(como hemos dicho en el modelo universal el fenómeno del Forum Shopping no 
desaparece por completo). El modelo de pluralidad y territorialidad actúa como un 
seguro ante estos posibles movimientos estratégicos del deudor. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
7	  Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pag.17 
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3. Asimismo, el modelo territorial puede facilitar en según que casos la liquidación 
del patrimonio del deudor. Así, a modo de ejemplo, es posible que sea suficiente 
para sanear una empresa la liquidación de unos bienes localizados en el extranjero, 
siendo suficiente la apertura de un concurso en ese país ahorrándose el coste de 
abrir uno universal. Dicho en otras palabras y mediante una metáfora: “ igual  que 
hay situaciones en las que no es necesaria una anestesia total para operar al 
paciente, basta con una anestesia local, hay situaciones en las que no es necesaria 
abrir un concurso universal, basta con un (o más) concursos territoriales”8. Por otro 
lado, pueden haber supuestos en los que sea muy costosos o complicado realizar 
todo el procedimiento concursal desde un único Estado, siendo preferible la 
fragmentación del procedimiento en diferentes territorios o sea preferible combinar 
el proceso principal con procesos territoriales. Así, por ejemplo,  ante la existencia 
de un número elevado de acreedores, el inicio de diferentes procedimientos 
territoriales facilitaría el acceso de los acreedores y la simplificación de las 
negociaciones. Esta idea se comprende mejor con otra metáfora “ cuando la 
situación es muy complicada, el cirujano jefe no lo puede hacer todo, necesita 
auxilio de otros facultativos para operar ciertas partes del cuerpo”9. 
 
En lo relativo a los inconvenientes, estos son: 
 
1. Se produce una ruptura con el principio de par conditio creditorum. Los acreedores 
serán tratados de forma dispar dependiendo de la Ley que rija cada uno de los 
procedimientos territoriales de insolvencia. La función y posición de un acreedor 
en el concurso  puede variar en función del país donde se encuentren ubicados los 
bienes del deudor. 
2. El modelo territorial fomenta el Forum Shopping. El deudor puede verse tentado a 
desplazar estratégicamente sus activos a países donde resulte más difícil la 
declaración de concurso. 
3. Multiplicación de los costes procesales ante la multitud de procedimientos, ya que 
no se celebra un procedimiento único, sino que se celebrarán tantos como  número 
de Estados hay donde el deudor tenga sus bienes. 
4. Dificulta el saneamiento de la empresa entrada en concurso de acreedores. Por 
regla general, resulta más fácil sanear una empresa cuando el referente es la unidad 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
8	  Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez,  F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag.23. 
9 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez,  F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag.23. 
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de organización, que cuando se actúa de forma independiente sobre una parte de lo 
misma. 
 
Una vez hemos entendido la razón de ser de la existencia de las normas reguladoras del 
procedimiento de insolvencia internacional, los diferentes modelos de configuración de dichas 
normas, así como sus ventajas e inconvenientes, resulta necesario determinar la regulación 
normativa del procedimiento de insolvencia existente en España. 
 
Actualmente la regulación jurídica del procedimiento de insolvencia internacional en España se 
encuentra  recopilada en los siguientes textos normativos: 
 
• El Reglamento núm. 1346/2000 del Consejo de 29 de mayo de 2000 sobre 
procedimientos de insolvencia. 
•  La Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. Concretamente sus artículos  10-11 y su 
Título IX “ De las normas de Derecho Internacional Privado”, artículos 199-230. 
• La Ley 6/2005, de 22 de abril, sobre saneamiento y liquidación de las entidades de 
crédito, que desarrolla la Directiva 2001/24/CE del Parlamento y el Consejo, de 4 de 
abril de 2001, relativa al saneamiento y liquidación de las entidades de crédito. 
• La Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa 
comunitaria de la legislación de seguros privados, y el Real Decreto Legislativo 6/2004, 
de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de ordenación y 
supervisión de los seguros privados, que desarrollan en España la Directiva 2001/17/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de marzo de 2001 relativa al saneamiento 
y a la liquidación de las compañías de seguros. 
 
La 6/2005 y la Ley 34/2003 no serán objeto de análisis en el presente trabajo. 
 
El Reglamento núm. 1346/2000 del Consejo de 29 de mayo de 2000 sobre procedimientos de 
insolvencia (en adelante Reglamento), es un instrumento comunitario adoptado de conformidad 
con los artículos 61.c y 65 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, en el marco de la 
cooperación judicial en materia civil. Dicho reglamento aborda la esfera internacional de los 
procedimientos de insolvencia abiertos en los Estados miembros sobre deudores establecidos en 
la Comunidad Europea. Es decir, asegura una resolución efectiva y eficiente de los 
procedimientos concursales en toda la comunidad, estableciendo un marco legal uniforme en 
materia de Derecho Concursal dentro del territorio europeo. 
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Dicha normativa tiene la naturaleza jurídica de reglamento y, por ende, tiene un alcance 
obligatorio en su conjunto y  es directamente aplicable a cada uno de los Estados miembros 
(artículo 249 II del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea ) sin necesidad de normas 
nacionales de transposición. 
 
En palabras de M. VIRGÓS SORIANO  y F.J. GARCIMARTÍN ALFÉREZ 10, el Reglamento 
1346/2000 presente tres finalidades concretamente: 
 
1. Establecer un régimen uniforme de Derecho Concursal Internacional conllevando a 
la reducción de inseguridad jurídica derivada de la diversidad de legislaciones 
concursales nacionales. 
2. Promover la eficiencia en el tratamiento de las insolvencias transfronterizas. 
3. Eliminar las discriminaciones y desigualdades de trato. 
 
Dicho Reglamento no procede a eliminar los Derechos Concursales de cada Estado miembro, es 
decir, no establece un régimen material uniforme, un Derecho de insolvencia Europeo, sino que 
establece un conjunto de normas de DIPr. que permitirán determinar: 
 
• La Competencia Judicial internacional para abrir el procedimiento de insolvencia. 
• La Ley aplicable al procedimiento de insolvencia. 
• Reconocimiento y ejecución de decisiones en materia de insolvencia. 
 
Para que se produzca un correcto funcionamiento de un mercado integrado (en el que además se 
reconocen libertades de establecimiento y de circulación de bienes y capitales) como es el 
mercado europeo, es necesario que los procedimientos de insolvencia entre fronteras se 
desarrollen de forma efectiva y eficaz. Para ello, el Reglamento no ha llevado acabo una 
uniformidad material (que conllevaría a desplazar el Derecho Concursal de cada estado), sino 
que únicamente ha realizado una uniformidad de las reglas de DIPr. 
 
Tal como establece RÉMERY J-P “Dentro de este marco de coordinación, que responde, ante 
todo, a la necesidad de evitar la inseguridad jurídica que se deriva de la diversidad de 
legislaciones concursales, se establecen unas normas uniformes de DIPr. Rehuyendo a la 
unificación del Derecho material o sustantiva”11. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez, F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag. 18-19. 
11 Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pag.42-43. 
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Esta opción escogida por el legislador respeta los principios de subsidiariedad y de 
proporcionalidad propios del Derecho comunitario y respeta también  los derechos concursales 
nacionales consiguiendo una intervención normativa limitada en la esfera concursal. Dicho 
espíritu se desprende del Considerando número 6 del Reglamento que dice textualmente: “con 
arreglo al principio de proporcionalidad, el presente Reglamento debería limitarse a unas 
disposiciones que regulen la competencia para la apertura de procedimientos de insolvencia y 
para decisiones emanadas directamente de dichos procedimientos, con los que están en 
estrecha relación. Asimismo, el presente Reglamento debería contener disposiciones relativas 
al reconocimiento de esas decisiones y al derecho aplicable, que satisfagan igualmente dicho 
principio”. 
 
Una vez entendido como se articula el Reglamento, procederé a determinar su ámbito de 
aplicación. 
 
Para  precisarlo, seguiremos la distinción clásica que realiza la doctrina científica: ámbito de 
aplicación material u objetivo, ámbito de aplicación  personal o subjetivo, ámbito de aplicación 
temporal y  ámbito de aplicación espacial. 
 
En lo relativo al ámbito de aplicación material u objetivo, éste se encuentra regulado en los 
artículos 1, 2.a) y 2.c)  del propio Reglamento que dicen textualmente:  
 
“Artículo 1.  Ámbito de aplicación .- 
1.  El presente Reglamento se aplicará a los procedimientos colectivos fundados en la 
insolvencia del deudor que impliquen el desapoderamiento parcial o total de este último y el 
nombramiento de un síndico.  
2.  El presente Reglamento no se aplicará a los procedimientos de insolvencia relativos a las 
empresas de seguros y a las entidades de crédito, ni a las empresas de inversión que presten 
servicios que impliquen la posesión de fondos o de valores negociables de terceros, ni a los 
organismos de inversión colectiva”.  
 
 Y el artículo 2.a) y 2.c) dicen: 
 
“Artículo 2.  Definiciones.-A efectos del presente Reglamento se entenderá por: 
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a)  «procedimiento de insolvencia»: uno de los procedimientos colectivos contemplados en el 
apartado 1 del artículo 1. La lista de dichos procedimientos figura en el anexo A; 
….. 
c)  «procedimiento de liquidación»: el procedimiento de insolvencia contemplado en la letra a) 
que implica la liquidación de los bienes del deudor, incluidos casos en los que el procedimiento 
se termina, bien a consecuencia de un convenio o de otras medidas, que pongan fin a la 
insolvencia del deudor, bien a causa de la insuficiencia del activo. Estos procedimientos se 
enumeran en el anexo B”. 
 
El artículo 1 del Reglamento establece cuatro condiciones que han de cumplir los 
procedimientos de insolvencia para que queden ubicados dentro del ámbito de aplicación 
material, son cuatro condiciones que se han de dar, que han de actuar con “carácter 
cumulativo”12. Éstas son: 
 
1. Debe tratarse de un procedimiento colectivo. 
2. Que agrupe a todos los acreedores. 
3. Fundado en la insolvencia del mismo. 
4. Tansferencia a otra persona de los poderes de administración sobre el conjunto o 
una parte de su patrimonio o que se limiten dichos poderes mediante la 
intervención de los actos del deudor por el síndico. Entendiendo por síndico un 
concepto muy amplio según el artículo 2.2 b) del propio Reglamento que dice: 
“b)  «síndico»: cualquier persona u órgano cuya función consista en administrar o 
liquidar la masa o supervisar la gestión de los negocios del deudor”. 
 
Además de la concurrencia de estas cuatro condiciones, los artículos 2.a) y 2.c) establecen que 
para que el Reglamento sea aplicable, el proceso debe quedar englobado en los Anexos A y B 
del mismo texto legal. Por lo tanto, para que se aplique el Reglamento es necesario: que el 
proceso cumpla las cuatro condiciones y que además esté expresamente incluido dentro de los 
Anexos del Reglamento. 
 
El juez nacional no tendrá que verificar en cada caso si un procedimiento cumple con las cuatro 
condiciones; únicamente deberá comprobar si dicho procedimiento está contenido en los 
Anexos. Sólo los procedimientos contenidos en los Anexos  se consideran procedimientos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
12	  Aguilar Benítez de Lugo, M y Campuzano Díaz, B.: “La competencia judicial internacional en materia concursal” en Estudios de 
Derecho concursal. Libro homenaje a Manueal Olivencia, Tomo I, Ed. Marcial Pons, Barcelona, 2005, pag.605. 
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afectos al Reglamento. Los Anexos constituyen un “sistema de listas cerradas”13. En el caso de 
España, el Anexo A y B incluyen el concurso de acreedores. 
 
Por otro lado, en lo concerniente al ámbito de aplicación personal o subjetivo, el artículo 4.2-a) 
del Reglamento  remite esta cuestión al Derecho  de cada Estado miembro. 
 
El artículo 4.2-a) del Reglamento 1346/2000 establece:  
 
“Artículo 4. Legislación aplicable 
 
2.  La Ley del Estado de apertura determinará las condiciones de apertura, desarrollo y 
terminación del procedimiento de insolvencia. Dicha Ley determinará en particular:  
a)   los deudores que puedan ser sometidos a un procedimiento de insolvencia en calidad de 
tales; “. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que se deberá acudir a la Ley del Estado de apertura 
del procedimiento (la Lex fori concursus) para delimitar el concepto y la tipología de deudores 
que pueden quedar sometidos a un procedimiento de insolvencia.  Además, ya que el 
Reglamento no precisa nada al respecto, las normas nacionales se podrán aplicar tanto a persona 
física como a jurídica, sean comerciantes o no (Considerando 9 del Reglamento) ente sin 
personalidad , patrimonio separado o masa de bienes. El derecho nacional determinará también 
la posibilidad de apertura de concurso contra una empresa pública o la extensión del mismo en 
relación a los grupos de sociedades. 
 
Tal como indica el artículo 1 apartado segundo del propio Reglamento, se excluyen de su 
ámbito de aplicación personal a ciertos “deudores especiales” 14: empresas de seguros, entidades 
de crédito, empresas de inversión que presten servicios que impliquen la posesión de fondos o 
de valores negociables de terceros y los organismos de inversión colectiva. Estos deudores 
excluidos responden a sectores que “el Reglamento ha considerado que las autoridades 
nacionales han de tener amplias competencias de intervención, ante todo, para mejorar la 
protección de los consumidores y usuarios” 15. Estos deudores se rigen por las Directivas 
anteriormente citadas. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
13 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez,  F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag. 36 
14 Informe M. Virgós/E.Schmit, núms..10 y 54 a 60 
15  Verdú Cañete, M.J,. Procedimientos concursales comunitarios, cit., pág.32 
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En lo que respecta al ámbito de aplicación temporal, hemos de destacar que éste entró en vigor 
el día 31 de mayo de 2002 (tal como establece su artículo 47) y se basa en el principio de 
irretroactivividad. 
Tal como dice el artículo 43 del Reglamento, éste se aplicará a los procedimientos de 
insolvencia que se abran después de la entrada en vigor del Reglamento. Además, el propio 
Reglamento establece en su artículo 2.2, f) que la fecha de apertura de un procedimiento  
coincide con el momento a partir del cual la decisión de apertura produce efectos, con 
independencia de que la decisión sea firme o no. Dicha regla tiene un alcance absoluto. 
Asimismo,  hemos de tener presente el artículo 43 in fine del Reglamento que establece: “ los 
actos jurídicos que el deudor haya llevado a cabo antes de la entrada en vigor continuarán 
sujetos a la ley que les fuese aplicable en el momento de su celebración”. 
 
En lo referente al ámbito de aplicación espacial, hemos de destacar que éste es limitado. El 
articulado del Reglamento no se aplica con independencia del Estado donde tengan su domicilio 
el deudor o los acreedores sino qué, ÚNICAMENTE se aplica a los procedimientos de 
insolvencia que se abran en un Estado miembro, con excepción de Dinamarca (tal como 
establece el Considerando 33 del Reglamento) sobre deudores comunitarios (deudores, con 
indiferencia de su nacionalidad siempre y cuando su centro de intereses principales esté en un 
estado miembro-concepto que se desarrollará posteriormente).El Reglamento no tiene un 
alcance general. Por consiguiente, podemos determinar que el Reglamento tiene una conexión 
con la Comunidad Europea, existe una “conexión comunitaria”16. 
 
En referencia a los procedimientos de insolvencia no comprendidos dentro del ámbito de 
aplicación espacial del Reglamento (los abiertos en un Estado miembro sobre deudores no 
localizados en la Comunidad y los abiertos en Estados no miembros sobre cualquier deudor) 
serán de aplicación las reglas nacionales de DIPr. de cada estado (en caso de España los 
artículos 10-11  y el Título IX de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal - los cuales serán 
desarrollados de forma resumida con posterioridad). 
 
Ahora bien, una vez entendido el ámbito de aplicación del Reglamento debemos preguntarnos: 
¿Qué modelo de configuración del procedimiento de insolvencia adopta el Reglamento? ¿El 
modelo universal o el modelo territorial? 
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
16 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez, F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag. 29. 
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La doctrina científica establece que el Reglamento sigue un “Sistema de Universalidad 
Mitigado”. Para entender dicho sistema tenemos que precisar17: 
 
1. El Reglamento no ha seguido ciegamente ni la tesis universal ni la tesis territorial, es 
decir, no sigue estrictamente el modelo universal en los procedimientos internacionales 
de insolvencia , ni utiliza, por el contrario, el modelo territorial en los procedimientos 
internacionales de insolvencia. 
2. El Reglamento acoge ambos modelos, no desprecia totalmente ninguno de ellos. Ambas 
tesis son posibles. Seguir una opción u otra depende de diferentes factores pero el 
Reglamento no obliga a nada. 
3. El Reglamento no adopta ninguno de estos modelos en su formulación más pura sino 
que acoge una modelo/versión matizado. 
 
Tal como expresa el Informe Virgós/Schmit, núm. 5 el Reglamento sigue un modelo basado en  
un “principio de la universalidad del procedimiento, limitado, sin embargo, por la posible 
apertura de uno o varios procedimientos secundarios, cuyos efectos se limitan al territorio del o 
de los Estados miembros en los que dichos procedimientos se hayan abierto”. 
 
La opción de no adoptar ninguno de los modelos en su vertiente más pura tiene su razón de ser 
en la existencia de las ya explicadas ventajas e inconvenientes que presentan el modelo 
universal y el territorial. 
 
Así, el Reglamento ofrece tres vías jurídicas de carácter diverso para afrontar la situación de 
insolvencia internacional (tal como se desprende del Considerando 12 del Reglamento): 
 
1. Procedimiento de insolvencia único y universal. 
2. Procedimiento de insolvencia universal y principal combinado con procedimientos de 
insolvencia territoriales. 
3. Pluralidad de procedimientos de insolvencia territoriales de carácter independientes. 
 
Ante una situación de insolvencia del deudor, los acreedores y/o el  síndico (=Administración 
Concursal) escogerán la vía jurídica a seguir entre las tres vías que ofrece el Reglamento para 
afrontar la situación de insolvencia transfronteriza. Tal como dice  (M.VIRGÓS SORIANO)  
“se admite una cierta autonomía”. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
17 A.L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González., “Armas legales contra la crisis económica. Algunas respuestas del derecho 
internacional privado”. Cuadernos de Derecho Transnacional (Marzo 2013), Vol.5, Nº 1. 
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Los criterios determinantes para decantarse por una vía u otra son el grado de 
internacionalización de la actividad del sujeto económico en crisis y el principio de eficiencia. 
En base a ellos: 
 
1. Es recomendable la vía del procedimiento universal y único cuando el deudor posea 
bienes, principalmente, en el Estado en el que radica su centro de intereses principales y 
pocos bienes y/o establecimientos en otros Estados miembros. 
2. Es recomendable acudir a la vía del procedimiento universal y principal combinado con 
procedimientos de insolvencia territoriales y secundarios cuando el deudor posea 
establecimientos y bienes en varios Estados miembros, pero conserve “bienes 
sustanciosos” en el país de su centro de intereses principales. Esta idea viene expresada 
en el Considerando 19 del Reglamento. 
3. Es recomendable la vía de la pluralidad de procedimientos de insolvencia territoriales 
independientes cuando el deudor, o una de dos, despliegue una fuerte actividad 
internacional y posea numerosos establecimientos y bienes en diversos Estados 
miembros y la situación de impago general sólo afecta a una parte de la empresa o bien 
que, según la Ley del Estado donde se ubica el centro de intereses principales no pueda 
abrirse un procedimiento de insolvencia. 
 
En referencia al procedimiento único y universal,  el Reglamento atribuye competencia judicial 
internacional - más concretamente competencia internacional ya que en muchos Estados los 
órganos competentes para abrir un procedimiento de insolvencia no son judiciales- (en adelante 
CJI)  a los tribunales del Estado miembro  donde el deudor tenga su centro de intereses tal como 
establece el artículo 3.1 del Reglamento: “Tendrán competencia para abrir el procedimiento de 
insolvencia los tribunales del Estado miembro en cuyo territorio se sitúe el centro de intereses 
principales del deudor”. 
 
Este procedimiento tiene alcance universal, es decir, “alcanza todo el patrimonio del deudor a 
escala mundial (masa activa universal) y en él pueden  y tienen la carga de insinuar sus créditos 
todos los acreedores (masa pasiva universal)”18. Además, dicho procedimiento podrá ser de 
liquidación o saneamiento. 
 
Por lo tanto, el criterio para determinar la CJI es el lugar donde se ubique el centro de intereses 
principales del deudor (en adelante COMI), pero  ¿Qué entendemos por COMI? 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
18 J.Garcimartín Alférez, F.J, “Derecho Internacional Privado”. Ed. Thomson Civitas, Navarra, 2012, pag. 410. 
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El articulado del Reglamento no lo define de forma expresa, ahora bien, del considerando 13 del 
Reglamento podemos extraer una definición del concepto: “ El centro de intereses debería 
corresponder al lugar donde el deudor lleve a cabo de manera habitual la administración de 
sus intereses y que, por consiguiente, pueda ser averiguado por terceros”. En definitiva, el 
criterio seguido en el Reglamento es el de sede real de la empresa. 
 
El COMI del deudor es “ el lugar desde donde se dirige y administra realmente la unidad 
económica del deudor, el lugar donde se toman las decisiones que afectan a la empresa como 
unidad económica”19. El COMI “significa realmente dirección de intereses, no una mera 
actividad de llevanza ordinaria de la empresa”20. Se establece una conexión de dirección, ya que 
se refiere al lugar desde donde se dirige la empresa del deudor, es decir “ son las decisiones que 
reflejan la <<voluntad de la sociedad>>”21. 
 
En palabras de J.D. GONZÁLEZ CAMPOS “ Los intereses principales son las actividades 
fundamentales de la unidad económica del deudor. Las decisiones que afectan a tales intereses 
principales constituyen un reflejo del cerebro organizativo y direccional del deudor. Son las 
decisiones que componen la estrategia económica del deudor en sentido amplio”. “El centro de 
intereses principales se identifica con el lugar donde el deudor localiza la administración central 
de su patrimonio, no con la ubicación de éste… donde se halla el <<cerebro>> de la empresa, 
no el músculo; siempre que tal localización sea perceptible en el tráfico”22. 
 
 Sin embargo, existirá normalmente, un país en cuyo territorio se toman las decisiones 
fundamentales de la estrategia económica del deudor. Ese país es el centro. Es únicamente 
relevante el país donde se dirigen y administran tales intereses principales, con independencia 
del país donde estos se localicen o concreten.  
 
Asimismo hemos de destacar la presunción que establece el artículo 3 apartado primero del 
Reglamento cuando dice: “ Respecto de las sociedades y personas jurídicas, se presumirá que 
el centro de intereses principales es, salvo prueba en contrario, el lugar de su domicilio social”. 
Por domicilio social se entenderá el domicilio estatutario o registral23 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
19  STJUE 15  diciembre 2011, as. C-191/10, Rastelli Davide, FD 32.	  
20 A.L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González., “Armas legales contra la crisis económica. Algunas respuestas del derecho 
internacional privado”. Cuadernos de Derecho Transnacional (Marzo 2013), Vol.5, Nº 1. 
21 Sent. Tribunale di Milano 6 julio 2005, RDIPP, 2006, pp.450-452 
22 STJUE 2 mayo 2006, as.. C-341/04, Eurofood IFSC Ltd  y STJUE 8 septiembre 2010, as. C-369/09. 
23 . STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl 
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Además, el COMI es un foro objetivo perceptible por terceros, tal como establece el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea al decir “ debe identificarse con arreglo a criterios objetivos que 
puedan ser comprobados por terceros”24. 
 
Por otro lado, en lo relativo la Ley aplicable en el procedimiento universal, el artículo 4 del 
Reglamento establece que tanto para los aspectos procedimentales como a los sustantivos, es 
aplicable en principio, la Ley del Estado donde se hubiere abierto el procedimiento concursal, 
también denominada lex fori concursus. 
 
El apartado segundo del artículo 4 contiene un listado de cuestiones sometidas a la lex fori 
concursus, ahora bien, hemos de remarcar que este no es de carácter exhaustivo. 
 
Si prestamos la debida atención, llegamos a la conclusión que el COMI cumple una triple 
función en el Derecho Concursal Internacional: 
 
1. Determina los ámbitos de aplicación del Reglamento y de la Ley Concursal. 
2. Determina la jurisdicción competente para abrir el concurso principal. 
3. Determina la ley aplicable al concurso. 
 
Ahora bien, este regla en virtud de la cual la ley aplicable será la ley del país donde se halla 
abierto el procedimiento (si nos fijamos existe una coincidencia entre competencia y ley 
aplicable) no tiene carácter absoluto, si no que el propio Reglamento establece en sus artículos 5 
a 15 una serie de excepciones a la lex fori concursus. Estas excepciones operan en el caso que 
nos encontremos con: 
 
• Derechos reales (artículo 5 Reglamento). 
• Compensación (artículo 6 Reglamento). 
• Reservas de propiedad a favor de terceros (artículo 7 Reglamento). 
• Bienes sometidos a registro (artículo 11 Reglamento). 
• Mercados financieros, sistemas de pagos y sistemas de compensación y liquidación de 
valores (artículo 9 Reglamento). 
• Contratos sobre inmuebles o contratos de trabajo (artículos 8 y 10  Reglamento). 
• Acciones de reintegración (artículo 13  Reglamento). 
• Protección de los terceros adquirientes (artículo 14 Reglamento) 
• Procedimientos pendientes (artículo 15  Reglamento). 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil Srl, FD 49. 
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La idea que recoge estas excepciones es: someter los efectos del concurso sobre ciertos derecho 
o transacciones no a la lex fori concursos, sino a la ley que, en su caso, rige el correspondiente 
derecho o transacción. Estas excepciones suponen que los efectos concursales no queden sujetos 
a la lex fori concursus sino a la misma ley que rige la constitución pre-concursal del derecho o 
de la transacción jurídica en cuestión. 
 
En lo concerniente al procedimiento de carácter territorial, hemos de destacar que los tribunales 
de un Estado miembro tendrán CJI, aunque en su país no se encuentre ubicado el centro de 
intereses principales, siempre y cuando el deudor insolvente posea un establecimiento en dicho 
país. Esta idea se desprende del artículo 3 apartado segundo del Reglamento cuando establece: 
“Cuando el centro de los intereses principales del deudor se encuentre en el territorio de un 
Estado miembro, los tribunales de otro Estado miembro sólo serán competentes para abrir un 
procedimiento de insolvencia respecto a ese deudor si éste posee un establecimiento en el 
territorio de este último Estado”. 
 
El Reglamento permite la obertura de un procedimiento territorial tanto antes como después de 
la apertura de uno universal. Hemos de destacar cuatro características del procedimiento 
territorial25:  
 
1. Únicamente puede abrirse un procedimiento territorial en un Estado miembro si el 
deudor tiene un establecimiento en dicho Estado. Entendemos por establecimiento 
según se define en el artículo 2.1 [h] del Reglamento “ todo lugar de operaciones en el 
que el deudor ejerza de forma no transitoria una actividad económica con medios 
humanos y bienes”. Este criterio es seguido por el TJUE tal como se desprende de la 
STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil Srl. 
2. La Ley aplicable al procedimiento territorial abierto en un Estado será la propia Ley de 
ese Estado (Artículo 28 Reglamento) y habrá que tener en presentes las excepciones a la 
lex fori concursus. 
3. Al tratarse de un procedimiento territorial, la masa activa cubrirá los bienes del deudor 
localizados en este concreto territorio. En relación a este exigencia, el Reglamento en su 
artículo 2 [g] contiene reglas referentes a la localización de bienes. 
4. La masa pasiva es universal. Eso quiere decir que al procedimiento territorial pueden 
concurrir todos los acreedores del deudor, con independencia de que su crédito derive o 
no de las actividades del establecimiento (en virtud del cual se ha podido abrir el 
procedimiento territorial). 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
25 J.Garcimartín Alférez, F.J, “Derecho Internacional Privado”. Ed. Thomson Civitas, Navarra, 2012, pag. 416. 
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Ahora bien, tenemos que realizar una serie de precisiones según si el procedimiento territorial se 
insta de forma independiente (antes del principal) o con posterioridad al procedimiento principal 
(pasándose a denominar entonces el territorial procedimiento secundario). 
 
El reglamento permite la apertura de un procedimiento territorial independiente, pero contempla 
esa posibilidad con escepticismo. En virtud de ello, permite dicha apertura bajo alguna de las 
dos siguientes condiciones, tal como establece el artículo 3 apartado cuarto: 
 
a) Que no pueda obtener la apertura de un procedimiento principal de insolvencia a tenor de las 
condiciones establecidas por la ley del Estado miembro en cuyo territorio se localice el COMI 
del deudor; o 
b) Que la apertura del procedimiento territorial haya sido solicitada por un acreedor con 
domicilio, residencia habitual o sede en el Estado miembro en cuyo territorio se localiza el 
establecimiento del deudor o cuyo crédito tenga su origen en la explotación de dicho 
establecimiento. 
 
 Estos procedimientos territoriales pueden ser tanto de liquidación como de saneamiento. 
 
Por otro lado, como ya se ha mencionado, el Reglamento permite la apertura de procedimientos 
territoriales  posteriores al principal (pasándose el territorial a llamarse secundario según el 
artículo 36 del Reglamento). Estos procedimientos secundarios no son vistos con escepticismo  
ya que Reglamento asegura la coordinación entre ellos y el procedimiento principal, poniéndose 
estos al servicio del principal. Únicamente podrán ser procedimientos de liquidación (tal como 
expresa el artículo 3.3  y 27 del Reglamento). “La razón que explica que tan solo se permitan 
procedimientos secundarios de liquidación encuentra su plena justificación en el hecho que el 
saneamiento de una empresa exige la toma de decisiones que afectan a la globalidad del 
patrimonio del deudor, por lo que una reorganización completa del mismo tan solo resultará 
posible si se toman por el órgano cuyas decisiones tengan alcance global que juez del proceso 
principal “26. 
  
En el caso de que concurra un procedimiento principal y uno territorial (ya sea anterior o 
posterior al principal) debemos cuestionarnos: ¿Cómo se coordinan éstos? 
 
Para contestar a dicha cuestión debemos realizar una serie de matizaciones previas: 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
26 Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pag.201. 
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1. Para que entren en escena las reglas de coordinación es necesario la concurrencia de 
varios procedimientos contra un mismo deudor y que uno de ellos sea un procedimiento 
principal. 
2. Concurrencia de dos o más procedimientos territoriales sobre un mismo deudor 
localizado en la comunidad, sin la apertura de un procedimiento principal. 
3. E incluso concurrencia de dos o más procedimientos principales sobre deudores 
distintos pero relacionados entre sí. Como sería el caso de la insolvencia de dos 
empresas, que forman parte de un mismo grupo o sistema de sociedades. 
 
En estos dos últimos supuestos debemos de destacar que se realizaría una aplicación analógica 
de las reglas de coordinación referentes al esquema de coordinación del proceso 
principal/proceso secundario. 
 
Para comprender las reglas de cooperación establecidas en el Reglamento vamos a dividir éstas 
en cuatro grupos27: (1) Reglas de participación, (2) reglas cooperación entre síndicos, (3) reglas 
alineación de los procedimientos y (4) reglas sobre distribución. 
 
En referencia al primer grupo, el Reglamento en su artículo 32 apartado primero establece el 
principio de que todos los acreedores tienen derecho a presentar sus créditos en el 
procedimiento principal y en cualquiera de los procedimientos secundarios. Los acreedores 
tienen derecho a presentarlos o no, ahora bien, salvo voluntad contraria de los mismos,  existe la 
regla de presentación múltiple a cargo del síndico del procedimiento en el que el acreedor haya 
presentado su crédito (el síndico presentará a los demás procedimientos los créditos que han 
sido presentados en su procedimiento).Todo ello se desprende del propio articulado que dice 
“los síndicos del procedimiento principal y de los procedimientos secundarios presentarán en 
los otros procedimientos los créditos ya presentados en el procedimiento para el cual han sido 
nombrados, en la medida en que sea útil para los acreedores cuyos intereses representes y sin 
perjuicio del derecho de estos últimos a oponerse a ello”. La razón de ser de esta regla es 
facilitar el ejercicio de los derechos de los acreedores ya que permitirá que el síndico los 
sustituya en la presentación de sus créditos así como enfatizar la influencia de los síndicos en 
otros procedimientos. 
 
En lo relativo al segundo grupo, el artículo 31 del Reglamento enuncia un principio de 
colaboración entre el síndico del procedimiento principal y los de los procedimientos 
secundarios. Este principio se fragmenta en un deber general de cooperación recíproca y en dos 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
27 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez, F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag. 221- 240. 
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obligaciones de carácter más específico: obligación de intercambio de información y obligación 
de que el síndico principal presente propuestas sobre la utilización de los activos del 
procedimiento secundario. 
 
Este deber general de cooperación se localiza en el artículo 31 apartado segundo que dice: “Sin 
perjuicio de las normas aplicables a cada uno de los procedimientos, el síndico del 
procedimiento principal y los síndicos de los procedimientos secundarios estarán sometidos a 
un deber de cooperación recíproca”. 
 
Los destinatarios de dicho deber general son los propios síndicos, y se pretende asegurar una 
mayor eficiencia en la administración y en la eventual liquidación del patrimonio del deudor. El 
Reglamento se limita a imponer dicho deber, no indicando formas de cómo plasmarlo, por lo 
tanto ésta cooperación se realizará por cualquier mecanismo permitido en los derechos 
nacionales de los procedimientos objeto de coordinación. 
 
En lo concerniente a dichas obligaciones específicas, el artículo 31 apartado primero regula la 
obligación de intercambio de información al establecer: “Sin perjuicio de las normas que 
limitan la comunicación de información, el síndico del procedimiento principal y los síndicos 
de los procedimientos secundarios están obligados por un deber de información recíproca. 
Deberán comunicar sin demora toda información que pueda resultar útil para el otro 
procedimiento, en especial el estado de la presentación y verificación de los créditos y las 
medidas destinar a poner término al procedimiento”. Es importante resaltar que “todos estos 
procedimientos afectan a un mismo deudor, que posee centros de actividad en varios Estados. 
En la medida en que todos los acreedores de ese deudor participan o pueden participar en varios 
procedimientos , la información y cooperación entre los síndicos es necesaria para asegurar un 
desarrollo  eficaz de los distintos procedimientos”28. Este deber engloba cualquier información 
que pueda resultar útil para el otro procedimiento y debiendo ser comunicada en tiempo 
oportuno. 
 
Además, el propio artículo 31 del Reglamento en su apartado tercero establece una obligación 
de permitir al síndico principal presentar propuestas sobre la utilización de los activos del 
procedimiento secundario. Esta obligación refleja la primacía del procedimiento principal y 
debe relacionarse con los artículos 33, 34 y 37 del Reglamento (los cuales serán objeto de 
análisis a continuación). 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28 Virgós Soriano, M., Garcimartín Alférez, F.J. “Comentario al Reglamento Europeo de Incolvencia”. Ed. Thomson Civitas, 
Madrid, 2003, pag. 225-226. 
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En cuanto al tercer grupo relativo a las reglas de alineación de los procedimientos hemos de 
destacar diferentes presupuestos: 
 
• Imaginemos que se insta un procedimiento territorial con posterioridad al principal (el 
territorial sólo podrá ser de liquidación). Si ambos procedimientos son de liquidación, 
se aplicarán las reglas generales ya explicadas. Ahora bien, en el caso de que el 
procedimiento principal sea de saneamiento y el secundario de liquidación pueden 
suscitar graves problemas de coordinación y contradicciones. En este caso hemos de 
destacar un remedio contemplado en el artículo 33 del Reglamento, el cual permite al 
síndico del procedimiento principal solicitar la suspensión total o parcial de la 
liquidación en el procedimiento secundario. Esta facultad no es absoluta, sino que está 
sujeta a límites, tal como establece el propio artículo 33 en su apartado primero. El 
artículo 33 debe ser completado con lo establecido en el artículo 34 que otorga al 
síndico del procedimiento principal el control sobre la terminación sin liquidación del 
procedimiento secundario, ya sea porque éste tiene atribuida la iniciativa de propuesta 
(tal como establece el artículo 34 apartado tercero) o porque cualquier convenio 
negociado en el procedimiento secundario, requiere para su efectividad, el 
consentimiento del síndico principal (tal como establece el artículo 34 apartado primero 
párrafo segundo). 
• Pensemos ahora en el supuesto de apertura de un procedimiento territorial con 
anterioridad a uno universal (el territorial podrá ser de liquidación o saneamiento). 
Dicha situación suscita graves problemas de compatibilidad. En este caso el 
Reglamento el Reglamento en su artículo 37 permite la conversión del procedimiento 
secundario de saneamiento en uno de liquidación, si así lo quiere el síndico del 
procedimiento principal. Por lo tanto, si hay en marcha dos procedimientos de 
saneamiento el síndico principal puede optar: aplicar las reglas generales de 
coordinación, pero ante la dificultad de coordinar dos procedimientos de saneamiento 
sobre el mismo deudor, puede optar por la conversión en un procedimiento de 
liquidación (artículo 37) ya que después podrá aplicarse el artículo 33 (suspensión de la 
liquidación ) y el artículo 34 (terminación del procedimiento secundario sin liquidación) 
si todo ello fuese necesario. 
 
Por último, en referencia al cuarto grupo denominado reglas sobre distribución hemos de 
destacar tres supuestos: 
 
• En el caso de excedente del activo del procedimiento secundario el artículo 35 del 
Reglamento establece que  “ Si la liquidación de activos del procedimiento secundario 
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permitiere satisfacer todos los créditos admitidos en dicho procedimiento, el síndico 
designado en dicho procedimiento remitirá de inmediato el excedente al síndico del 
procedimiento principal”. Hemos de entender dicha remisión no en sentido fáctico sino 
en sentido jurídico: el síndico secundario deberá realizar todos los actos necesario para 
poner bajo el síndico principal todos los bienes que compongan ese excedente. 
• Además hemos de resaltar la regla de la restitución contenida en el artículo 20 apartado 
primero que dice: “El acreedor que, tras la apertura de un procedimiento del apartado 
1 del artículo 3, obtenga por cualquier medio, en particular por vía ejecutiva, un pago 
total o parcial de su crédito sobre los bienes del deudor situados en el territorio de otro 
Estado miembro, deberá restituir lo que haya obtenido al síndico, si perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 5 y 7 (excepciones a la lex fori concursus)”. En el supuesto de 
que el acreedor hubiese cobrado en una ejecución individual de un Estado no miembro, 
decidirá sobre este tema el derecho nacional. 
• Asimismo es importante enfatizar en la denominada regla de imputación contenida en el 
artículo 20 apartado segundo que establece que: “ Para garantizar la igualdad de trato 
de los acreedores, el acreedor que haya obtenido en un procedimiento de insolvencia 
un dividendo sobre su crédito, sólo participará en el reparto abierto en otro 
procedimiento cuando los acreedores del mismo rango o de la misma categoría hayan 
obtenido, en ese otro procedimiento, un dividendo equivalente”. Todo ello en interés de 
la igualdad de trato de los acreedores. 
 
La interacción conjunta de estos cuatro grupos de normas nos permiten comprender los 
mecanismos de coordinación entre diferentes procedimientos establecidos en el Reglamento y 
de ellos se desprende una primacía del procedimiento principal dentro de un modelo de 
universalismo mitigado. 
 
Terminando ya con el Reglamento, hemos de realizar una breve explicación del régimen 
establecido por éste en referencia  al  reconocimiento y ejecución de las decisiones en materia 
concursal. El Reglamento regula estas cuestiones en sus artículos 16 a 26, teniéndose que 
realizar una diferenciación entre la resolución de apertura y el resto de resoluciones del proceso 
concursal. 
 
En cuanto a la resolución de apertura hemos de destacar el artículo 16 apartado primero que 
enuncia  un principio: “Toda resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, 
adoptada por el tribunal competente de un Estado miembro en virtud del artículo 3, será 
reconocida en todos los demás Estados miembros desde el momento en que la resolución 
produzca efectos en el Estado de apertura”. Hemos de relacionar este principio con el artículo 
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17, el cual establece que la resolución de apertura producirá los efectos que le son propios sin 
ningún trámite, es decir, sin necesidad de un procedimiento previo de reconocimiento en el 
Estado requerido. 
 
Se articula un sistema basado en los principios de confianza en el espacio comunitario y favor 
recognitionis. Una resolución de apertura podrá ser invocada  de forma directa ante cualquiera 
de los Estados miembros sin que deba de desarrollarse un previo proceso de homologación. Se 
podrá invocar directamente, es decir, se reconoce de forma automática la resolución de apertura. 
Ahora bien, dicho reconocimiento no está exento de algún control, aunque tal como establece el 
Considerando 22 del Reglamento “ los motivos de no reconocimiento deberían reducirse al 
mínimo posible”. Dicho control lo deberá realizar el Estado miembro ante el que se solicita el 
reconocimiento de la decisión en materia de insolvencia comunitaria que ha sido adoptado por 
el tribunal del Estado de apertura y se establece una única causa de denegación tal como 
establece el artículo 26 del Reglamento  que dice “todo Estado miembro podrá negarse a 
reconocer un procedimiento de insolvencia abierto en otro Estado miembro o a ejecutar una 
resolución dictada en el marco de dicho procedimiento cuando dicho reconocimiento o dicha 
ejecución pueda producir efectos claramente contrarios al orden público de dicha Estado, en 
especial a sus principios fundamentales o a los derechos y a las libertades individuales 
garantizados por su Constitución”. Se ha de realizar una interpretación restrictiva de dicho 
artículo, alejándose de interpretaciones de carácter extensivo que permitan un abuso de esta 
excepción de orden público. “Se ha de partir de que el núcleo material de la noción está 
configurado por los derechos y libertades constitucionalmente protegidos y por los objetivos 
fundamentales de política legislativa del Estado requerido”29. 
 
Una vez entendido el reconocimiento automático de la resolución de apertura así como su 
excepción, debemos analizar los efectos que produce en los demás Estados miembros dicho 
reconocimiento. Para tratar dicho tema dos han sido las posturas doctrinales que han dado 
respuesta: la teoría de la equiparación de los efectos y la teoría de la extensión de los efectos. El 
Reglamento se decanta por  la segunda, es decir, los efectos que se producen en el Estado 
requerido son los mismos efectos que tiene la decisión en el Estado de origen30. Todo ello se 
desprende del artículo 17 del Reglamento que dice: “La resolución de apertura de un 
procedimiento del apartado 1 del artículo 3 producirá, sin ningún otro trámite, en cualquier 
otro Estado miembro, los efectos que le atribuya la Ley del Estado en que se haya abierto el 
procedimiento, salvo disposición en contrario del presente Reglamento… ”.  El artículo 17 
garantiza que la resolución de apertura produzca exactamente los mismos efectos en todos los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
29 Informe VIRGÓS/SCHMIDT núm.205 
30 Fernández Rozas, J., Arenas García, R., y De Miguel Asencio, P., Derecho de los negocios internacionales, pág.615 
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Estados miembros en los que se solicita el reconocimiento, tanto desde una perspectiva material 
como procesal. Hay que tener presente la expresión “salvo disposición en contrario del presente 
Reglamento” ya que hemos de relacionar éste afirmación con los artículos 5 a 15 del 
Reglamento. 
 
Otra de las consecuencias principales que conlleva la declaración de apertura de un proceso de 
insolvencia principal es el reconocimiento en los demás Estados miembros del nombramiento y 
poderes de actuación del síndico conforme a la lex fori concursus. Además, hemos de tener en 
cuenta  la cuestión referente a la prueba del nombramiento de los síndicos y a sus facultades en 
lo que respecta a la publicidad de las actuaciones concursales, aspectos regulados en los 
artículos 19, 21 y 22 del Reglamento respectivamente. El artículo 19 dice: “El nombramiento 
del síndico se acreditará mediante la presentación de una copia certificada conforme al 
original de la decisión por la que se le nombre o por cualquier otro certificado expedido por el 
tribunal competente.” Por otro lado, además de los poderes propios atribuidos por la lex fori 
concursus hay que añadir otras facultades reconocidas en el Reglamento que tienden a reforzar 
la seguridad jurídica ya que contribuyen a que terceros y demás Estados miembros sepan que el 
deudor ha sido objeto de un procedimiento de insolvencia; el artículo 21 dice: “1. El síndico 
podrá pedir que se publique el contenido esencial de la decisión por la que se abra el 
procedimiento de insolvencia y, en su caso, la decisión de su nombramiento, en todo Estado 
miembro con arreglo a las modalidades de publicación previstas en dicho Estado. En estas 
publicaciones se especificará el síndico designado y se precisará si la norma de competencia 
aplicada es la del apartado 1 del artículo 3 o la del apartado 2 de dicho artículo.   2.  No 
obstante, cualquier Estado miembro en el que el deudor tenga un establecimiento podrá prever 
la publicación obligatoria. En ese caso, el síndico o cualquier autoridad habilitada a tal fin en 
el Estado miembro en que se haya abierto el procedimiento de insolvencia en virtud 
del apartado 1 del artículo 3 deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar dicha 
publicación” y el artículo 22 establece que “1. el síndico podrá solicitar que la decisión por la 
que se abra el procedimiento previsto en el apartado 1 del artículo 3 se inscriba en el Registro 
de la Propiedad, en el Registro Mercantil o en cualquier otro registro público llevado en los 
demás Estados miembros.  2.  No obstante, cualquier Estado miembro podrá prever la 
inscripción obligatoria. En ese caso, el síndico o cualquier otra autoridad habilitada a tal fin 
en el Estado miembro en que se haya abierto el procedimiento de insolvencia en virtud 
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En lo relativo al resto de resoluciones concursales, hemos de destacar el artículo 25 del 
Reglamento el cual regula el reconocimiento  (también de forma automático) del resto de 
resoluciones y su ejecución (establece un procedimiento de exequátur para todas ellas, incluida 
la de apertura, para que puedan ejecutarse en el resto de Estados miembros). “Las resoluciones 
que comprende el artículo 25 vienen referidas a todas las que pueden ir surgiendo a lo largo 
del desarrollo y conclusión del procedimiento, al convenio aprobado por el Tribunal cuya 
resolución de apertura se haya reconocido en el artículo 16, a todas aquellas decisiones que 
deriven directamente del proceso de insolvencia y a las medidas cautelares que se adoptan en 
el marco de estos procesos”31. 
 
Las resoluciones que comprende el artículo 25 del Reglamento hacen referencia a “todas las que 
pueden ir surgiendo a lo largo del desarrollo y conclusión del procedimiento, al convenio 
aprobado a lo largo del desarrollo y conclusión del procedimiento, al convenio aprobado por el 
Tribunal cuya resolución de apertura se haya reconocido en el artículo 16, a todas  aquellas 
decisiones que deriven directamente del proceso de insolvencia y a las medidas cautelares que 
se adoptan en el marco de estos procesos”32. 
 
Todo ello significa que, si bien las resoluciones se reconocen de forma automática, no ocurre lo 
mismo en cuanto a la ejecución de esta resolución; el Reglamento no consagra un principio de 
ejecución automática, las decisiones extranjeras en materia concursal no serán directamente 
ejecutables en el Estado requerido, sino que “han de pasar un procedimiento previo de 
exequátur con el fin de obtener una declaración de autorización de la ejecución que se realizará 
acorde con los procedimientos que se prevén su derecho”33. Pero, es importante remarcar que el 
Reglamento no regula este procedimiento de exequatur, sino que el artículo 25 apartado primero 
del Reglamento se remite para ello al Reglamento (CE) nº 44/2001 del Consejo, de 22 de 
diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (Reglamento Bruselas I). 
 
No obstante, este es el régimen de reconocimiento y ejecución aplicable hasta el 10 de enero de 





31 Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pag. 190. 
32 Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2013, pag. 190. 
33 Llorente Sánchez-Arjona, M,, “ Tratamiento procesal de la insolvencia transfronteriza en la Unión Europea”. Ed. Tirant lo 
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Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2012 relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil 
(Reglamento Bruselas I bis), reglamento que sustituye al Reglamento Bruselas I y tal como se 
desprende del considerando núm. 29 de Reglamento Bruselas I bis y de sus artículos 36 y 39, 
las resoluciones dictadas en un Estado miembro serán reconocidas y ejecutadas en otro Estado 
miembro de forma automática (en lo respectivo al Reglamento de insolvencia antes sólo se 
reconocía este carácter automático al reconocimiento de las resoluciones y no a la ejecución); 
esta es la gran diferencia que  existirá a partir del 10 de enero de 2015. 
 
Para terminar con el apartado de cuestiones previas, debemos realizar un pequeño comentario 
analítico de las normas de Derecho Internacional Privado de la Ley 22/2009, Concursal (en 
adelante LC). 
Es importante matizar que el Reglamento (tal como hemos explicado con anterioridad) se 
aplicará a los supuestos de insolvencia intracomunitaria mientras que la LC queda 
necesariamente limitado a la insolvencia extracomunitaria. Este idea se desprende del artículo 
199 de la LC que dice: “Las normas de este título se aplicarán sin perjuicio de lo establecido en 
el Reglamento (CE) 1346/2000 sobre procedimientos de insolvencia y demás normas 
comunitarias o convencionales que regulen la materia”. Se desprende un carácter preferente del 
Reglamento en el ámbito que le es propio y se determina el ámbito de aplicación de las normas 
de DIPr de la LC por exclusión. 
Cuando hablamos de insolvencia extracomunitaria podemos referirnos a dos situaciones:34 
• Aquella situación en la que todos los elementos de la insolvencia son extracomunitarios 
– procedimiento abierto en un país no comunitario, los acreedores y bienes se localizan 
fuera de la CE… etc. 
• La segunda situación se remite a aquellos aspectos extracomunitarios de un 
procedimiento concursal intracomunitario – los abiertos en un Estado miembro sobre 
deudores no localizados en la CE. 
La LC optó por adoptar el modelo comunitario (el Reglamento) como base de la regulación de 
las normas de DIPr tal como se desprende del párrafo segundo de la Exposición de Motivos XI 
de la LC. Esto quiere decir que “en buena parte de sus preceptos, el legislador español ha 
extendido ad extra, esto es, en relación a Estados no miembros (incluida Dinamarca), el mismo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
34 Rodríguez Pineau, Elena,  “La Ley Concursal dentro del sistema español de Derecho Concursal Internacional”. Revista 
Jurídica, Vol. 11 . Madrid, 2004, pag. 163-164. 
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modelo regulativo que el Reglamento ha establecido ad intra, en relación a Estados miembros. 
En concreto, el llamado <<modelo de universalismo mitigado>>”35 
 Al haber seguido el modelo del Reglamento, se explica que desde un punto de vista de la 
estructura las normas de DIPr de la LC sean un reflejo del Reglamento. Ahora bien, es 
importante resaltar que el Reglamento opera dentro de un contexto de cooperación reforzada e 
integración (el espacio comunitario) mientras que las normas de la LC están llamadas a operar 
fuera de  éste, es decir, tienen diferentes premisas de partida, razón por la cual dicho paralelismo 
entre el Reglamento y las normas de DIPr de la LC en ocasiones puede parecer aparente. 
Las reglas de CJI están recogidas en el artículo 10 apartado primero y tercero  de la LC (único 
apartado no recopilado en el Título IX de la LC) establecen que si el deudor tiene su centro de 
intereses en España se abrirá un procedimiento principal, y si tiene un establecimiento, uno de 
carácter territorial. Las definiciones de centro principal de intereses y establecimiento son 
idénticas a las incluidas en el Reglamento, “existe una identidad sustancial en la formulación”36. 
El Título IX, en sus artículos 200-219 de la LC  trata el tema de la Ley aplicable. La regla 
principal sigue siendo la lex fori concursus (del procedimiento principal o territorial), previendo  
una seria de excepciones a la lex fori concursus, reflejando la misma política subyacente del 
Reglamento, si bien no se traduce siempre en soluciones similares a las del Reglamento. Un 
ejemplo de estas soluciones diferentes lo encontramos “con la ley aplicable a efectos del 
concurso sobre los derechos reales que recaigan sobre bienes del deudor. En el Reglamento se 
establece que la posición concursal del titular de ese derecho no resulta afectada por el 
concurso, i.e. el derecho está inmunizado frente al concurso, mientras que la LC opta por la 
aplicación de las normas concursales del lugar de situación del bien, i.e. respeta las expectativas 
razonables en cada caso de concurso para ese tercero si se abriera el procedimiento concursal en 
aquel país”37. Dichos artículos establecen soluciones que se asemejan mucho a las del 
Reglamento cumpliendo una función directa consistente en  identificar el Derecho aplicable a 
ciertas cuestiones concursales suscitadas en un procedimiento de insolvencia abierto en España. 
Pero además, cumplen una segunda función de carácter indirecto, al determinar el alcance que 
un concurso extranjero puede tener en España; “ la LC opta por un modelo de reconocimiento 
de extensión de los efectos pero introduce un –tope- reservando la aplicación de los artículos 
201 a 209 (reglas de Derecho aplicable) en sede de reconocimiento (art.223)”38. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
35  Garcimartín Alférez, F.J, “Las normas de Derecho Internacional Privado de la Ley Concursal. Algunas pautas para un correcto 
funcionamiento”. Revista Jurídica de Catalunya, Vol. 103, 2004, pag 1272. 
36 Alfonso Muñoz Paredes, Pedro, “ Tratado de Insolvencia. Tomo II”. Ed. Aranzadi,2012. 
37 García Gutiérrez, L., << Artículo 201 >>, “Comentarios a la ley concursal” (ed.), Tecnos, 2004, pag. 2056-2057. 
38 Heredia Cervantes, I. << Artículo 200>>, Comentarios a la ley concursal, “(ed.), Tecnos, 2004, p.2045.	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Por otro lado, en el Título IX, en los artículos 220-226 se encuentran las reglas de 
reconocimiento y ejecución. En este punto encontramos grandes diferencias. Así, mientras el 
Reglamento opta por un reconocimiento automático (con la entrada en vigor del Reglamento 
Bruselas I bis será automático tanto el reconocimiento como la ejecución de las resoluciones), 
en el sistema de la LC el reconocimiento (únicamente de la resolución de apertura) y la 
ejecución quedarán supeditadas a un procedimiento de exequatur previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 1881. Mientras que tal como establece el artículo 222 de la LC “Una 
vez obtenido el exequátur de la resolución de apertura, cualquier otra resolución dictada en ese 
procedimiento de insolvencia y que tenga su fundamento en la legislación concursal se 
reconocerá en España sin necesidad de procedimiento alguno..”. Asimismo, existe otra 
diferencia en comparación al Reglamento, ya que los artículos 220 a 226 quedan supeditados a 
la regla de la reciprocidad. Esta regla se puede resumir de la siguiente manera: España 
colaborará con los otros Estados si éstos colaboran con ella. Dicho principio se encuentra 
ubicado en el artículo 199 apartado segundo ( y también se desprende de los artículos 217, 
227.1 y 230) que dice así :”A falta de reciprocidad o cuando se produzca una falta sistemática 
a la cooperación por las autoridades de un Estado extranjero, no se aplicarán respecto de los 
procedimientos seguidos en dicho Estado, los capítulos III y IV de este título”. El 
reconocimiento y ejecución se encuentra ubicada en el Capítulo III. Dicha regla es lógica ya que 
se aplicará en países con los que no hay un grado de integración jurídica como con los de la 
Unión Europea. 
 
Para terminar, el Título IX en sus artículos 227-230 de la LC establece las reglas de cooperación 
entre procedimientos. En el ámbito comunitario, por el mero hecho de participar en la CE 
subyace un mandato de cooperación entre todos los miembros, pero dicho mandato no existe en 
las relaciones extracomunitarias entre Estados. Además, en la óptica comunitaria se prevé la 
posibilidad de que todos los acreedores puedan participar en todos los procedimientos, aspecto 
no garantizado en el espacio extracomunitario. Por todo ello, la LC no establece reglas sobre 
alineación de procedimientos y únicamente incorpora algunas reglas sobre participación de 
acreedores y cooperación entre síndicos. Dichas reglas quedan limitadas por dos razones 
fundamentales: para que la cooperación sea efectiva se necesita la voluntad de los síndicos de 
otros procedimientos concursales extranjeros, aunque el legislador español la exija y la 
cooperación se limita aquellos procedimientos reconocidos en España y siempre que se 
verifique la no ausencia de cooperación. Los artículos 227 a 230 se encuentran ubicados en el 
Capítulo IV y por lo tanto entra en juega la regla de la reciprocidad. 
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              Que emite D. Nicolás Noms Heredia, abogado del bufete Universidad de Barcelona, a 





I.- Cuestiones que se plantean.- 
 
Se nos solicita que dictaminemos la conveniencia y/o necesidad de iniciación de un 
procedimiento de insolvencia debido a la delicada situación económica en que les ha dejado la 
sentencia judicial recaída en el pleito que les ha enfrentado con  la multinacional alemana “CIP 
HOLDING”. 
 
Concretamente, se nos plantea que determinemos que tribunales serían competentes para abrir 
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II.-Antecedentes de hecho.- 
 
De acuerdo con la información  proporcionada por ustedes, los hechos presentados son los 
siguientes; 
 
Formalizaron, en primer lugar, un contrato con la multinacional alemana “CIP HOLDING” en 
virtud del cual se comprometían a construir una presa en el país de Uzbekistán. 
 
Posteriormente, la multinacional alemana les interpuso demanda  de indemnización  por daños y 
perjuicios en relación a ciertos trabajos de construcción de la citada presa. Dicha demanda se 
interpuso ante la jurisdicción alemana, concretamente ante los juzgados de la ciudad de Berlín. 
El juez admitió a trámite la correspondiente demanda, consideró que la ley aplicable al contrato 
es la alemana y una vez finalizados los cauces procesales oportunos, dictó sentencia estimando 
ampliamente la pretensión de la parte actora. 
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III.- Información facilitada por el cliente.- 
 
Al objeto de emitir el dictamen interesado se nos facilita la siguiente información, la cual una 
vez analizada y estudiada, hemos procedido a agruparla en los dos siguientes apartados: 
 
 MASA ACTIVA DE  “FITÓ, S.L” 
 
Seguidamente, se procederá a la exposición del conjunto de bienes y derechos que conforman 
las  partidas en que se divide la masa activa; 
 
I) Bienes inmuebles 
 
A) Local sito en la C/ ___, nº _, de Londres. Inscrito al Tomo ___ del archivo, Libro __ de 
Londres nº_, Folio__, Finca nº___, Insc. _ª. Este inmueble fue adjudicado en pago de 
una obra. 
 
- Cargas: se encuentra gravado por una hipoteca a favor de un banco de 
Luxemburgo. Asimismo, se encuentra arrendado por una sociedad local inglés. 
 
B) La titularidad de varios inmuebles en España.  
 
II) Bienes muebles 
 
A) La maquinaria de construcción de la presa en Uzbekistán, que se encuentra ubicada en 
el citado país. 
 
- Cargas:  es importante resaltar que dicha maquinaria se encuentra afecta a una 
reserva de dominio a favor de la sociedad austriaca “NEUER, A.G”, al estar pendiente 
de pago una parte del precio por un importe de XXX €. 
 
B) La maquinaria relativa a las obras iniciadas en España, que se encuentra ubicada en el 
citado país. 
C) La maquinaria correspondiente a las obras iniciadas en Brasil e Italia mediante sucursal 
y filial  respectivamente.  
 
- Cargas: es importante remarcar que dicha maquinaria se encuentra también 
afecta a una reserva de dominio a favor de la sociedad austriaca “NEUER, A.G” 
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III) Deudores 
 
A) Ostentan un crédito contra la multinacional alemana “CIP HOLDING”  por un importe 
de XXX€ en virtud del reconocimiento del crédito (solicitado en su demanda 
reconvencional) por parte de la sentencia que ha resuelto el litigio que les ha enfrentado 




A) La titularidad de unos valores cotizados en la bolsa de Nueva York, respecto a los 
cuales acaban de dar orden de venta. 
B) Un depósito dinerario que asciende a XXX dólares en un banco suizo. 
C) La titularidad de dos patentes comunitarias. 
D) La titularidad de la marca comunitaria “CONSTRUCCIONES FITÓ”. 
 
 MASA PASIVA DE “FITÓ, S.L” 
 
Esta partida está constituida por el conjunto de deudas que ostentan; 
 
A) La deuda de suma cuantía resultante del pleito con “CIP HOLDING” por un importe 
total de XXX €. 
B) La deuda con la mercantil austriaca  “NEUER, A.G”, en relación con la maquinaria 
afecta a reserva de dominio por un importe de XXX €. 
C) Las deudas de carácter fiscal con España, Reino Unido, Brasil e Italia que asciende en 
total a XXX 
€. 
D) Las deudas con diferentes trabajadores y proveedores en España, Uzbekistán y Brasil 
que asciende a la cantidad de XXX €. 
E) La deuda con suministradores italianos por un importe de XXX €, pero se ha dado la 
orden de pago a 60 días. 
F) La deuda relativa a los salarios corrientes con el técnico-especialista alemán, pues el 
Juez alemán que resolvió el litigio en Berlín, estimó que la relación contractual no 
estaba resuelta. 
 
Este dictamen se ha elaborado teniendo en cuenta exclusivamente dicha información. Sin 
perjuicio de que se realizarían las modificaciones oportunas en el caso de que apareciesen 
posteriormente nuevos datos. 
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IV.-  Régimen jurídico aplicable.- 
 
Para la resolución de las cuestiones jurídicas planteadas debemos acudir a la siguiente 
normativa que resulta de aplicación a la mismas; 
 
A) Normativa de ámbito comunitario 
 
• Reglamento (CE) nº 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre 
procedimientos de insolvencia (DO L 160 de 30.6.2000, p.1). 
• Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil  (DO L 351 de 
20.12.2012, p.1). 
• Reglamento (CE) nº 593/2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales ( DO L 177 de 4.7.2008, p.6). 
 
B) Normativa de ámbito nacional 
 
España 
• Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (BOE núm. 164, de 10/07/2003). 
• Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (BOE núm. 157, de 
02/07/1985). 
• Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil (BOE 
núm. 206, de 25/07/1889). 
• Real Decreto de 3 de febrero de 1881, de promulgación de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
• Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el reino de España y 
la república federativa de Brasil hecho en Madrid el 13 de abril de 1989 
(BOE núm. 164, de 10 de julio de 1991, páginas 22988 a 22992). 
 
Italia 
• Real Decreto de 16 de marzo 1942 n. 267 por el que se aprueba la Legge 
fallimentare.  
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Brasil 
 
• Lei 11.101 de 9 de fevereiro de 2005. 
• Lei nº 5.869, de 11 de janeiro de 1973. 
• Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el reino de España y 
la república federativa de Brasil hecho en Madrid el 13 de abril de 1989 
(BOE núm. 164, de 10 de julio de 1991, páginas 22988 a 22992). 
• Constituição da República Federativa do Brasil, 1988. 
• Decreto-lei  nº5.452, de 1º de maio de 1943. Aprova a Consolidaçao des Leis 
de Trabalho. 
• Lei nº 10.406, de 10 de Janeiro de 2002. 
 
Reino Unido 
• Insolvency Act 1986. 
 
Alemania 
• Insolvenzordnung vom 5. Oktober 1994 (BGBl. I S. 2866), die zuletzt 
durch Artikel 6 des Gesetzes vom 31. August 2013 (BGBl. I S. 3533) geändert 
worden ist.  
 
Estados Unidos  
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V.- Consideraciones previas.- 
 
Previamente al desarrollo de las cuestiones jurídicas planteadas, debemos tener en cuenta un 
conjunto de consideraciones preliminares. 
 
El incremento de las relaciones internacionales ha tenido como consecuencia el aumento  de los 
casos en los que la insolvencia produce efectos en diferentes países; siendo cada vez más 
frecuentes concursos de acreedores en los que los bienes que integran la masa activa se 
encuentran fuera del Estado de apertura del procedimiento o en los que existen acreedores de 
diferentes países. Esta es una premisa básica que hemos de tener en cuenta y afectará en la 
forma de estructuración así como en la resolución del presente dictamen jurídico. 
 
Asimismo, es importante realizar una diferenciación respecto si los bienes que integran la masa 
activa se encuentran o no dentro del espacio comunitario y si los acreedores extranjeros son o 
no comunitarios. Resulta, pues, que en un mismo procedimiento concursal tramitado en España  
pueden confluir, y de hecho es frecuente que así sea, dos regulaciones de derecho internacional 
privado, una la atinente a las relaciones jurídicas de índole concursal relativas al concursado y a 
sujetos domiciliados en el ámbito de aplicación del Reglamento de Insolvencia, que se regirán 
por éste; y otra, relativa a las relaciones  entre el concursado y sujetos domiciliados fuera del 
ámbito de aplicación del Reglamento 1346/2000 de Insolvencia1 (en adelante Reglamento de 
Insolvencia) que se regirán por las normas de derecho internacional privado (en adelante normas 
DIPr) de la propia normativa de insolvencia de España. 
 
Dicho en otras palabras, no existe un único sistema normativo aplicable a las consecuencias 
jurídicas de la trascendencia del procedimiento concursal español más allá de nuestras fronteras 
nacionales, sino que presentan dos sistemas paralelos que en la práctica coexisten en función del 
grado de expansión internacional de la actividad de la concursada. 
 
Si esta actividad se limita al ámbito comunitario y,  no contrae obligaciones con sujetos de otras 
latitudes sólo va a resultar de aplicación el Reglamento de Insolvencia, el cual regulará la 
extensión de los efectos del concurso declarado en España a las relaciones jurídicas generadas 
con otros sujetos comunitarios, como la asunción en España de los efectos del concurso 
declarado en otro Estado miembro respecto a las relaciones generadas con sujetos de nuestro 
país. Por otro lado, las normas de DIPr de la Ley 22/2003 Concursal2 (en adelante LC) se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 Reglamento (CE) Nº 1346/2000 del Consejo de 29 de mayo de 2000 sobre procedimientos de insolvencia. 
2 Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 
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aplicarán a las relaciones jurídicas concursales extracomunitarias, es decir, entre sujetos 
españoles y nacionales ajenos al ámbito europeo de aplicación del Reglamento de Insolvencia. 
 
Una vez entendida dichas premisas debemos determinar cuándo una relación jurídica concursal 
se enmarca dentro del ámbito de aplicación del Reglamento de Insolvencia. 
 
El Reglamento de Insolvencia es un instrumento comunitario adoptado de conformidad con los 
artículos 61.c y 65 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, en el marco de 
cooperación judicial en materia civil. Dicha normativa tiene naturaleza jurídica de reglamento y 
por tanto tiene alcance obligatorio en su conjunto, siendo directamente aplicable a los Estados 
miembros de la Comunidad Europea, sin necesidad de transposición. Su finalidad es asegurar 
una resolución efectiva de los procedimientos concursales en toda la comunidad, estableciendo 
un marco legal uniforme en materia de Derecho Concursal dentro del espacio comunitario. 
 
Además, es importante enfatizar que el Reglamento de Insolvencia no establece un régimen 
material uniforme de derecho concursal europeo (un denominado Derecho Concursal 
comunitario) sino que, tal como expresa su Considerando número 63, se establecen un conjunto 
de normas de DIPr que permiten determinar: 
 
 La Competencia Judicial internacional para abrir un procedimiento de insolvencia. 
 La Ley aplicable al procedimiento de insolvencia. 
 Mecanismos de reconocimiento y ejecución de decisiones en materia de insolvencia. 
 
No obstante, debe quedar claro que no todo litigio judicial intracomunitario relativo  a un 
deudor concursado va a regirse por dicho Reglamento de Insolvencia, pues es necesario que el 
procedimiento concursal en cuestión se enmarque dentro del ámbito de aplicación del citado 
Reglamento. 
 
El ámbito de aplicación del Reglamento de Insolvencia puede dividirse en cuatro subapartados: 
 
 Ámbito de aplicación objetivo. 
 Ámbito de aplicación subjetivo. 
 Ámbito de aplicación temporal. 
 Ámbito de aplicación espacial. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 El Considerando núm. 6 establece: “ Con arreglo al principio de proporcionalidad, el presente Reglamento debería limitarse a 
unas disposiciones que regulen la competencia para la apertura de procedimientos de insolvencia y para decisiones emanadas 
directamente de dichos procedimientos, con los que están en estrecha relación. Asimismo, el presente Reglamento debería contener 
disposiciones relativas al reconocimiento de esas decisiones y al derecho aplicable, que satisfagan igualmente dicho principio”. 
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En referencia al ámbito de aplicación objetivo, el artículo 1 apartado primero del Reglamento de 
Insolvencia4 establece cuatro condiciones que han de cumplir los procedimientos de insolvencia 
para que queden ubicados dentro del ámbito de aplicación objetivo, dichas condiciones son: 
 
1. Se trate de un procedimiento colectivo. 
2. Fundado en la insolvencia del deudor. 
3. Que implique el desapoderamiento parcial o total del deudor. 
4. Que proceda el nombramiento de un síndico. 
 
El Reglamento de Insolvencia utiliza un concepto muy amplio de síndico, tal como establece el 
artículo 2.b)5, se entiende por síndico cualquier persona u órgano cuya función consista en 
administrar o liquidar la masa o supervisar la gestión de los negocios del deudor. En el Anexo C 
del Reglamento de Insolvencia figura la lista de dichas personas u órganos, que en el caso de 
España sería los Administradores Concursales. 
 
Además de cumplir estas cuatro condiciones, el procedimiento ha de estar englobado dentro de 
los Anexos del Reglamento de Insolvencia, tal como establece sus artículos 2.a) y 2.b)6 del 
mismo cuerpo legal. En el Anexo A del Reglamento de Insolvencia figura la lista de 
procedimientos, que en el caso de España sería el procedimiento de Concurso de Acreedores. 
 
En lo relativo al ámbito de aplicación subjetivo, el artículo 4.2-a) del Reglamento de 
Insolvencia7 remite esta cuestión al derecho de cada Estado miembro, es decir, habrá que acudir 
a la Ley del Estado de apertura del procedimiento para delimitar el concepto y la tipología de 
deudores que pueden quedar sometidos a un procedimiento de insolvencia. En España, tal como 
determina el artículo 3 de la LC8, el procedimiento concursal puede aplicarse tanto a una 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
4	  El artículo 1 del Reglamento de Insolvencia establece: “El presente Reglamento se aplicará a los procedimientos colectivos 
fundados en la insolvencia del deudor que impliquen el desapoderamiento parcial o total de este último y el nombramiento de un 
síndico”. 
5 El artículo 2.b) del Reglamento de Insolvencia establece que se entiende por síndico “cualquier persona u órgano cuya función 
consista en administrar o liquidar la masa o supervisar la gestión de los negocios del deudor.En en Anexo C figura la lista de 
dichas personas u órganos”. 
6 El artículo 2.a) del Reglamento de Insolvencia que se entiende por procedimiento de insolvencia “uno de los procedimientos 
colectivos contemplados en el apartado 1 del artículo 1. La lista de de dichas procedimientos figura en el Anexo A”. 
7 El artículo 4.2 -a) del Reglamento de Insolvencia establece que: “ La ley del Estado de apertura determinará las condiciones de 
apertura, desarrollo y terminación del procedimiento de insolvencia. Dicha Ley determinará en particular: a) los deudores que 
pueden ser sometidos a un procedimiento de insolvencia en calidad de tales…”. 
8 El artículo 3 de la LC establece que: “1. Para solicitar la declaración de concurso están legitimados el deudor, cualquiera de sus 
acreedores y el mediador concursal cuando se trate del procedimiento regulado en el Título X de esta Ley. Si el deudor fuera 
persona jurídica, será competente para decidir sobre la solicitud el órgano de administración o de liquidación. 2. Por excepción a 
lo dispuesto en el apartado anterior, no está legitimado el acreedor que, dentro de los seis meses anteriores a la presentación de la 
solicitud, hubiera adquirido el crédito por actos ínter vivos y a título singular, después de su vencimiento. 3. Para solicitar la 
declaración de concurso de una persona jurídica, están también legitimados los socios, miembros o integrantes que sean 
personalmente responsables, conforme a la legislación vigente, de las deudas de aquélla. 4. Los acreedores del deudor fallecido, 
los herederos de éste y el administrador de la herencia podrán solicitar la declaración de concurso de la herencia no aceptada 
pura y simplemente. La solicitud formulada por un heredero producirá los efectos de la aceptación de la herencia a beneficio de 
inventario”. 
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persona física como a una persona jurídica, sean o no empresarios e incluso cabe el 
procedimiento concursal sobre una herencia. 
 
Asimismo, tal como establece el artículo 1 apartado segundo del Reglamento de Insolvencia 9, 
se excluye de su ámbito de aplicación subjetivo, los procedimientos concursales  relativos a 
ciertos deudores: 
 
 Empresas de seguros. 
 Entidades de crédito. 
 Empresas de inversión – que presten servicios que impliquen la posesión de fondos o de 
valores negociables de terceros-. 
 Organismos de inversión colectiva. 
 
Los procedimientos de insolvencia relativos a dichos deudores, no se regirán por el articulado 
del Reglamento de Insolvencia, sino por  la Directiva 2001/17/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 19 de marzo de 2001 relativa al saneamiento y a la liquidación de las compañías de 
seguros y por la Directiva 2001/24/CE del Parlamento y el Consejo, de 4 de abril de 2001, 
relativa al saneamiento y liquidación de las entidades de crédito. 
 
En lo referente al ámbito de aplicación temporal, hemos de destacar que tal como establece el 
artículo 47 del Reglamento de Insolvencia 10, éste entro en vigor el día 31 de mayo de 2002 y se 
basa en el principio de irretroactividad. 
 
Por último, y  haciendo espacial hincapié,  en lo relativo al ámbito de aplicación espacial, el 
Reglamento de Insolvencia únicamente se aplicará a los procedimientos de insolvencia que se 
abran en un Estado miembro, con excepción de Dinamarca11, sobre deudores comunitarios, es 
decir, deudores con indiferencia de su nacionalidad siempre y cuando su centro de intereses 
principales (concepto que desarrollaremos con posterioridad en el presente dictamen) esté 
ubicado en un Estado miembro.  
 
Como se desprende del ámbito de aplicación espacial, existe una limitación de aplicabilidad del 
Reglamento a los conflictos intracomunitarios, es la denominada conexión comunitaria. Por 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 El artículo 1 apartado segundo del Reglamento de Insolvencia establece que: “ El presente Reglamento no se aplicará a los 
procedimientos de insolvencia relativos a las empresas de seguros y a las entidades de crédito, ni a las empresas de inversión que 
presten servicios que impliquen la posesión de fondos o de valores negociables de terceros, ni a los organismos de inversión 
colectiva”. 
10 El artículo 47 del Reglamento de Insolvencia establece que: “ El presente Reglamento entrará en vigor el 31 de mayo de 2002. El 
presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro”. 
11 El Considerando núm. 33 del Reglamento de Insolvencia establece que: “ De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo 
sobre la posición de Dinamarca, Dinamarca no participa en la adopción del presente Reglamento, por lo que no está vinculada por 
el mismo ni obligada a aplicarlo”. 
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consiguiente, si una empresa limita su actividad  al ámbito comunitario y no contrae 
obligaciones con sujetos de otras latitudes (extracomunitarios) únicamente será de aplicación el 
Reglamento de Insolvencia. 
 
Por otro lado, si la actividad empresarial de la concursada se extienda más allá de los límites 
territoriales  comunitarios, es decir, los abiertos en un Estado miembro sobre deudores no 
localizados en la Comunidad y los abiertos en Estados no miembros sobre cualquier deudor, no 
podrá aplicarse el articulado del Reglamento de Insolvencia, sino que habrá que aplicar las 
normas de DIPr de cada Estado implicado, las cuales por lo que se refiere al ordenamiento 
jurídico español se encuentran en los artículos 10 y 11 y en el Título IX “ De las normas de 
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VI.-  Análisis jurídico de los aspectos de Derecho Internacional Privado de la situación de 
insolvencia.- 
En este apartado del dictamen se procede a realizar un análisis jurídico de las distintas 
cuestiones planteadas por ustedes. 
 
 
1. POSIBILIDAD DE INICIACIÓN DE DIFERENTES PROCEDIMIENTOS DE 
INSOLVENCIA 
 
1.1 Procedimiento Universal y Procedimiento Territorial 
 
 
Cabe la posibilidad de iniciación de un procedimiento universal y uno de carácter 
territorial. 
 
Serán competentes para abrir un procedimiento universal los Juzgados de lo Mercantil de 
la ciudad de Gerona, al ubicarse ahí su centro de intereses principales. Mientras que serán 
competentes para iniciar un procedimiento de insolvencia de carácter territorial, los 
tribunales italianos, al ubicarse ahí un establecimiento, como sería una filial. 
 
 
Las cantidades que adeudan a sus acreedores alemanes, austriacos, italianos, ingleses y 
españoles, procedentes de sus relaciones comerciales previas -al focalizarse éstas en el espacio 
comunitario, es decir, sus actividades empresariales no se han extendido más allá de los límites 
territoriales comunitarios- se enmarcan dentro del ámbito de aplicación territorial del 
Reglamento de Insolvencia y por lo tanto será este cuerpo legal aplicable a efectos de 
determinar la competencia judicial internacional (en adelante CJI). 
 
Antes de determinar las normas de CJI del Reglamento de Insolvencia hemos de precisar cual es 
el modelo de configuración del procedimiento de insolvencia adoptado por la citada normativa. 
 
Tal como establece la doctrina científica el Reglamento de Insolvencia sigue  un “ Sistema de 
Universalidad Mitigada”. Así, el Reglamento de Insolvencia, tal como determina su 
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Considerando número 1212, establece tres vías jurídicas diferentes para tratar la situación de 
insolvencia internacional: 
 
4. Procedimiento de insolvencia único y universal. 
5. Procedimiento de insolvencia universal y principal combinado con procedimientos de 
insolvencia territoriales. 
6. Pluralidad de procedimientos de insolvencia territoriales de carácter independientes. 
 
Por consiguiente, cabe la posibilidad de que se incoen dos tipologías diferentes de 
procedimientos de insolvencia, el procedimiento de insolvencia universal y el procedimiento de 
carácter territorial. Ante esta situación, deberemos analizar las normas de CJI del Reglamento 
de Insolvencia relativas a ambas tipologías de procedimientos. 
 
En referencia al procedimiento único y universal el  artículo 3.1 del Reglamento de insolvencia 
dispone que 
 
“ Tendrán competencia para abrir el procedimiento de insolvencia los tribunales del 
Estado miembro en cuyo territorio se sitúe el centro de los intereses principales del 
deudor…”. 
 
Además, dicho procedimiento tiene un alcance universal, es decir, alcanza a toda la masa activa 
y en él pueden y tienen la carga de insinuar sus créditos todos los acreedores (la masa pasiva). 
Esta idea es muy importante ya que al ser la masa activa universal, estará englobada por todos 
sus bienes, con independencia de su ubicación. Por lo tanto, sus establecimientos y depósitos 
bancarios, aunque estén fuera de la Unión Europea, también quedarían englobados dentro de la 
masa activa. Esta es una diferencia muy importante y en relación al procedimiento territorial. 
 
Por lo tanto, serán competentes para iniciar un procedimiento único universal los tribunales del 
Estado miembro donde se ubique el centro de intereses principales del deudor (en adelante 
COMI). 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
12 El Considerando núm. 12 del Reglamento de Insolvencia establece que: “ El presente Reglamento permite que los 
procedimientos principales de insolvencia se incoen en el Estado miembro en el que el deudor tenga su centro de intereses 
principales. Dichos procedimientos tienen alcance universal y su objetivo es abarcar todos los bienes del deudor. Con objetivo de 
proteger la diversidad de intereses el procedimiento el presente Reglamento permite que se incoen procedimientos secundarios 
paralelamente al procedimiento principal; podrán incoarse procedimientos secundarios en el Estado miembro en el que el deudor 
tenga un establecimiento. Los efectos de los procedimientos secundarios están limitados a los bienes situados en dicho Estado; 
unas disposiciones imperativas de coordinación con el procedimiento principal satisfacer la necesidad de unidar dentro de la 
Comunidad”. 
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El articulado del Reglamento de Insolvencia no define propiamente el concepto de COMI, sin 
embargo su Considerando número 13 dispone que  
 
“ El centro de intereses principales debería corresponder al lugar donde el deudor 
lleve acabo de manera habitual la administración de sus intereses y que, por 
consiguiente, puede ser averiguado por terceros”. 
 
No obstante, el propio Reglamento de Insolvencia no profundiza más en el concepto, por lo que 
debemos acudir a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante 
TJUE) que en sus sentencias dispone  
 
“es el lugar desde donde se dirige y administra realmente la unidad económica del 
deudor, el lugar donde se toman las decisiones que afectan a la empresa como unidad 
económica”13. 
 
“El centro de intereses principales se identifica con el lugar donde el deudor localiza la 
administración central de su patrimonio, no con la ubicación de éste… sino donde se 
halla el <<cerebro>> de la empresa, no el músculo; siempre que tal localización sea 
perceptible en el tráfico”14. 
 
“… debe identificarse con arreglo a criterios objetivos que puedan ser comprobados 
por terceros”15. 
 
“resulta que el centro de intereses principales debe identificarse con arreglo a criterios 
objetivos que, al mismo tiempo, puedan ser comprobados por terceros. Esta objetividad 
y esta posibilidad de comprobación por parte de terceros son necesarias para 
garantizar la seguridad jurídica y la previsibilidad en relación con la determinación 
del órgano jurisdiccional competente para abrir un procedimiento principal de 
insolvencia. La seguridad jurídica y la previsibilidad revisten una importancia todavía 
mayor en la medida en que la determinación de la jurisdicción competente implica, 
conforme al artículo 4, apartado 1, del Reglamento, la determinación de la ley 
aplicable”16. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
13 STJUE 15  diciembre 2011, as. C-191/10, Rastelli Davide, FD 32 
14 STJUE 8 septiembre 2010, as. C-369/09 Interedil  Srl 
15 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil Srl, FD 49.	  
16STJUE 2 mayo 2006, as.. C-341/04, Eurofood IFSC Ltd, FD 33 
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“En lo que respecta, más concretamente, al concepto de «centro de intereses 
principales» del deudor, en el sentido de lo dispuesto en el artículo 3, apartado 1, del 
Reglamento, el Tribunal de Justicia declaró, en el apartado 31 de la sentencia dictada 
en el asunto Eurofood IFSC, antes citada, que se trata de un concepto propio del 
Reglamento que, por lo tanto, tiene un significado autónomo y debe interpretarse, en 
consecuencia, de manera uniforme y con independencia de las legislaciones 
nacionales”17. 
 
“… el Tribunal de Justicia precisó, en el apartado 33 de la sentencia Eurofood IFSC, 
antes citada, que el centro de los intereses principales debe identificarse con arreglo a 
criterios objetivos que, al mismo tiempo, puedan ser comprobados por terceros, con 
objeto de garantizar la seguridad jurídica y la previsibilidad en relación con la 
determinación del órgano jurisdiccional competente para abrir un procedimiento 
principal de insolvencia. Hay que considerar que esa exigencia de objetividad y esa 
posibilidad de comprobación se satisfacen cuando los elementos materiales tomados en 
consideración para determinar el lugar en que la sociedad deudora administra 
habitualmente sus intereses han sido objeto de publicidad o, al menos, se han rodeado 
de suficiente transparencia para que los terceros, esto es, en particular, los acreedores 
de dicha sociedad, hayan podido tener conocimiento de ellos”18. 
 
“No es menos cierto que tanto la presencia de activos sociales como de los contratos 
referentes a su explotación financiera en un Estado miembro distinto de aquel del 
domicilio social de esa sociedad no pueden considerarse factores suficientes para 
enervar la presunción fijada por el legislador de la Unión, salvo a condición de que 
una consideración de conjunto de los factores relevantes permita determinar que, de 
forma que pueda comprobarse por terceros, el centro efectivo de dirección y control de 
dicha sociedad y de la administración de sus intereses está ubicado en ese otro Estado 
miembro”19. 
 
Además, el artículo 3.1 párrafo segundo del Reglamento de Insolvencia establece una 
presunción cuando dispone  
 
“Respecto de las sociedades y personas jurídicas, se presumirá que el centro de 
intereses principales es, salvo prueba en contrario, el lugar de su domicilio social”. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
17 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 43 
18 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 49 
19 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 53 
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El TJUE se ha pronunciado sobre dicha presunción al establecer que 
 
“Por domicilio social se entenderá el domicilio estatutario o registral”20 . 
 
“al determinar el centro de intereses principales de una sociedad deudora, la 
presunción iuris tantum que establece el legislador comunitario en favor del domicilio 
social de dicha sociedad sólo puede desvirtuarse si existen elementos objetivos que 
puedan ser comprobados por terceros que permitan establecer que la situación real no 
coincide con la situación que aparentemente refleja la ubicación del citado domicilio 
social”21.  
 
“… En cambio, cuando una sociedad ejerce su actividad en el territorio del Estado 
miembro en el que tiene su domicilio social, el mero hecho de que sus decisiones 
económicas sean o puedan ser controladas por una sociedad matriz cuyo domicilio 
social se encuentre en otro Estado miembro no basta para desvirtuar la presunción 
prevista en el Reglamento”22. 
 
“De ello se desprende que, en caso de que los órganos de dirección y control de una 
sociedad se encuentren en el lugar de su domicilio social, y de que las decisiones de 
administración de dicha sociedad se adopten, de manera comprobable por terceros, en 
dicho lugar, es plenamente aplicable la presunción establecida en el artículo 3, 
apartado 1, frase segunda, del Reglamento, según la cual el centro de los intereses 
principales de la sociedad se ubica en ese lugar”23. 
 
“El centro de los intereses principales de una sociedad deudora debe determinarse 
dando preferencia al lugar de la administración central de dicha sociedad, como puede 
demostrarse por los datos objetivos y que pueden comprobarse por terceros. En el 
supuesto de que los órganos de dirección y control de una sociedad se encuentren en el 
lugar de su domicilio social y de que las decisiones de gestión de esa sociedad se 
adopten, de forma que pueda comprobarse por terceros, en dicho lugar, no puede 
desvirtuarse la presunción establecida en el citado precepto. En el supuesto de que el 
lugar de la administración central de una sociedad no se encuentre en su domicilio 
social, ni la presencia de activos sociales ni la existencia de contratos referentes a su 
explotación financiera en un Estado miembro distinto de aquel del domicilio social de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
20 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 57 
21 STJUE 2 mayo 2006, as.. C-341/04, Eurofood IFSC Ltd , FD 34 
22 STJUE 2 mayo 2006, as.. C-341/04, Eurofood IFSC Ltd, FD 37 
23STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 50 
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la sociedad pueden ser considerados datos suficientes para desvirtuar esa presunción, 
salvo a condición de que una consideración del conjunto de los datos relevantes 
permita demostrar que, de forma que pueda comprobarse por terceros, el centro 
efectivo de dirección y control de dicha sociedad, así como de administración de sus 
intereses, se encuentra en el otro Estado miembro”24. 
 
Del análisis del Reglamento de Insolvencia y del conjunto de jurisprudencia del TJUE llegamos 
a la conclusión que por centro de intereses principales del deudor  se entiende el lugar donde se 
tomen las decisiones fundamentales de la estrategia económica del deudor, el lugar donde se 
dirigen y administran tales intereses principales, con independencia del país donde estos se 
localicen o concreten. Además, teniendo en cuenta la presunción establecida por el Reglamento 
de Insolvencia determinamos que el centro de intereses principales se encuentra en la ciudad de 
Gerona, al localizarse ahí su domicilio social y, por lo tanto, serían competentes para iniciar un 
procedimiento principal de insolvencia los Juzgados de la ciudad de Gerona. 
 
Concretamente,  serán competentes para abrir un procedimiento universal los Juzgados de lo 
Mercantil de la ciudad de Gerona tal como dispone el artículo 86.1  ter de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (en adelante LOPJ) 25 
 
“Los juzgados de lo mercantil conocerán de cuantas cuestiones se susciten en materia 
concursal, en los términos previstos en su Ley reguladora” 
 
Asimismo, la Ley reguladora es la LC que en su artículo 8 dispone 
 
“Son competentes para conocer del concurso los jueces de lo mercantil”. 
 
 
Por lo tanto, existe la posibilidad de abrir un procedimiento de insolvencia de carácter universal 






 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 59	  
25 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 
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En lo relativo a los procedimientos de insolvencia de carácter territorial el artículo 3.2 del 
Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“Cuando el centro de los intereses principales del deudor se encuentre en el territorio 
de un Estado miembro, los tribunales de otro Estado miembro sólo serán competentes 
para abrir un procedimiento de insolvencia con respecto a ese deudor si éste posee un 
establecimiento en el territorio de este último Estado. Los efectos de dichos 
procedimientos se limitarán a los bienes del deudor situados en el territorio de dicho 
Estado miembro”. 
 
Los tribunales de un Estado tendrán CJI para iniciar un procedimiento de insolvencia de 
carácter territorial, aunque en su país no se encuentre ubicado el centro de intereses principales, 
siempre y cuando el deudor insolvente posea un establecimiento en dicho país. 
 
Además, al tratarse de un procedimiento territorial, la masa pasiva es universal, es decir, en el 
procedimiento podrán concurrir todos los acreedores del deudor, con independencia de que su 
crédito derive o no de las actividades del establecimiento; sin embargo, la masa activa cubrirá  
los bienes del deudor localizados en ese concreto territorio (en el territorio donde se localiza el 
establecimiento, es decir, en Italia). 
 
El concepto de establecimiento se define en el artículo 2.1 [h] del Reglamento de Insolvencia 
que establece que se entiende por establecimiento 
 
“todo lugar de operaciones en el que el deudor ejerza de forma no transitoria una 
actividad económica con medios humanos y bienes”. 
 
No obstante, el propio Reglamento de Insolvencia no profundiza más en el concepto, por lo que 
debemos acudir a la jurisprudencia del TJUE que en sus sentencias dispone  
 
“A este respecto, procede recordar que el artículo 2, letra h), del Reglamento define el 
concepto de establecimiento como todo lugar de operaciones en el que el deudor ejerza 
de forma no transitoria una actividad económica con medios humanos y bienes”26. 
 
“El hecho de que esta definición vincule el ejercicio de una actividad económica con la 
presencia de medios humanos demuestra que son necesarios un mínimo de 
organización y cierta estabilidad. De ello se desprende, a contrario, que la sola 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
26 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 61 
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presencia de bienes aislados o de cuentas bancarias no responde, en principio, a las 
exigencias requeridas para la calificación de «establecimiento»”27. 
 
“En la medida en que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3, apartado 2, del 
Reglamento, la presencia de un establecimiento en el territorio de un Estado miembro 
confiere a sus tribunales la competencia para abrir un procedimiento secundario de 
insolvencia respecto al deudor, procede considerar que, con objeto de garantizar la 
seguridad jurídica y la previsibilidad en la determinación de los tribunales 
competentes, la existencia de un establecimiento debe apreciarse, del mismo modo que 
la ubicación del centro de los intereses principales, basándose en datos objetivos y que 
puedan ser comprobados por terceros”28. 
 
“Por lo tanto, procede responder a la segunda parte de la tercera cuestión que el 
concepto de «establecimiento», en el sentido de lo dispuesto en el artículo 3, apartado 
2, del Reglamento, debe interpretarse en el sentido de que exige la presencia de una 
estructura que incluya un mínimo de organización y cierta estabilidad, con objeto de 
ejercer una actividad económica. La sola presencia de bienes aislados o de cuentas 
bancarias no satisface, en principio, esta definición”29. 
 
Del análisis del Reglamento de Insolvencia y de la  jurisprudencia del TJUE llegamos a la 
conclusión que por establecimiento se entiende toda aquella estructura con un mínimo de 
organización y estabilidad, con la finalidad de ejercer una actividad económica. Por lo tanto, al 
disponer ustedes de una estructura organizada y estable en Italia (Estado miembro), como sería 
una filial, con objeto de realizar obras en dicho país, determinamos que existe un 
establecimiento en Italia y por lo tanto cabría la posibilidad de incoar un procedimiento de 
insolvencia de carácter territorial, en el que los tribunales de Italia serían competentes. 
 
Concretamente, la legislación concursal italiana30 establece en su artículo 23 que el órgano que 
tiene la competencia exclusiva para la declaración de la quiebra (declaración de insolvencia) es 
el Tribunale fallimentare. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
27 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 62 
28 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 63 
29 STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil  Srl, FD 64 
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En cuanto a la competencia territorial,  hemos de destacar que el artículo 9 párrafo primero de la 
legislación concursal de Italia dispone 
 
“Il fallimento è dichiarato dal tribunale del luogo dove l'imprenditore ha la sede 
principale dell'impresa”. 
 
Dicho artículo dispone que la quiebra es declarada por el tribunal del lugar donde el empresario 
tiene su sede la empresa, por lo tanto, serán competentes territorialmente los tribunales de la 
concreta ciudad donde usted disponga de la filial. 
 
Por lo tanto, es posible la apertura de un procedimiento de carácter territorial en los tribunales 








Al disponer de un establecimiento en Brasil, como sería una sucursal, cabe la posibilidad 




La legislación concursal brasileña, la Ley 11.101 de 9 de febrero de 2005 (conocida como “Ley 
de Falencia” o “Nueva Ley de Quiebras”) establece en su artículo 3 que el principal criterio 
atributivo de competencia adoptado es el del domicilio. En consecuencia, si el deudor tiene su 
principal establecimiento en Brasil, los tribunales nacionales tendrán jurisdicción internacional. 
No obstante, también tendrán competencia los jueces locales si en el territorio brasileño se 
encuentra instalada una filial, sucursal, agencia o establecimiento del comerciante o de la 
sociedad mercantil, es decir, una representación permanente de una persona jurídica constituida 
en el extranjero, autorizada para funcionar en Brasil, como sucede en el presente caso. 
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Concretamente, el artículo 3 de la Ley de Falencia dispone 
“É competente para homologar o plano de recuperação extrajudicial, deferir a recuperação 
judicial ou decretar a falência o juízo do local do principal estabelecimento do devedor ou da 
filial de empresa que tenha sede fora do Brasil”. 
Por lo tanto, el Derecho concursal brasileño considera a una sucursal una sociedad 
jurídicamente autónoma a efectos concursales. 
En referencia a la determinación del concreto órgano jurisdiccional brasileño a efectos de 
tramitar el procedimiento de insolvencia, hemos de destacar que la competencia para la materia 
concursal es reservada a los juzgados de los Estados, con exclusión de la Justicia Federal.  
Debido  a la gran diversidad de la organización judicial en los órganos del sistema federativo 
brasileño y al no saber con exactitud en que ciudad de Brasil se encuentra ubicada la sucursal, 
no podemos determinar que concreto tribunal será competente. En algunos Estados hay 
juzgados especializados para las acciones concursales pero en la mayoría de los Estados son 
competentes los juzgados civiles en general. 
 
Además, al disponer de deudas fiscales en Brasil, la Administración Pública brasileña, en 
cuanto a acreedora, es probable que solicite el inicio de un procedimiento de insolvencia. 
 
Por lo tanto, cabe la posibilidad de que se inicie un procedimiento de insolvencia en Brasil, al 
disponer ustedes de una sucursal en ese país. 
 
 
En consecuencia, existe la posibilidad de que se puedan abrir tres procedimientos a la vez a 
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2. MECANISMOS DE COOPERACIÓN, RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN ANTE 
LA POSIBLE VARIEDAD DE APERTURA DE PROCEDIMIENTOS  
 
 
En virtud de esta situación de posibilidad de apertura de una pluralidad de procedimientos 
debemos determinar los mecanismos de cooperación, reconocimiento y ejecución existentes 
ante la posible apertura de los diferentes procedimientos. 
 
 




 En el caso de apertura de pluralidad de procedimientos el Procedimiento Universal prima 




El principio de primacía afectará a la forma en como están articulados los mecanismos de 
cooperación entre procedimientos. 
 
El artículo 32 del Reglamento de Insolvencia establece el principio de que todos los acreedores 
tienen derecho a presentar sus créditos en el procedimiento principal y en el territorial. Por lo 
tanto, sus acreedores podrán escoger en presentar sus créditos en el procedimiento universal 
abierto en Gerona o en el territorial abierto en Italia, o en ambos. Ahora bien, salvo voluntad 
contraria de los mismos, existe la regla de presentación múltiple a cargo del síndico 
(=Administración Concusal) del procedimiento en el que el acreedor haya presentado su crédito 
(el síndico presentará a los demás procedimientos los créditos que han sido presentados en su 
procedimiento).  
 
El artículo 31 del Reglamento de Insolvencia enuncia un principio de colaboración entre el 
síndico del procedimiento universal y el procedimiento territorial. Este principio se fragmenta 
en un deber general de cooperación recíproca y en dos obligaciones de carácter más específico: 
obligación de intercambio de información y obligación de que el síndico principal presente 
propuestas sobre la utilización de los activos del procedimiento secundario. Por lo tanto, los 
síndicos del procedimiento universal abierto en Gerona y el territorial abierto en Italia, deberán 
cooperar recíprocament
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procedimiento universal de Gerona, podrá presentar propuestas sobre como están utilizando los 
activos el síndico del procedimiento territorial de Italia. 
 
Además, el artículo 3.3 del Reglamento de Insolvencia establece que todo procedimiento 
territorial que se abra con posterioridad al principal ha de ser necesariamente un procedimiento 
de liquidación, mientras que si se abre con anterioridad, el procedimiento  podrá ser tanto de 
liquidación como saneamiento. Por lo tanto, si el procedimiento territorial de Italia, se abriese 
con posterioridad al universal abierto en Gerona, únicamente podrá ser un procedimiento de 
liquidación. 
 
En el caso de que se inste un procedimiento territorial con posterioridad a uno principal, y el 
principal sea de saneamiento, se pueden suscitar graves problemas de coordinación y 
contradicciones. Una solución a esta situación la encontramos en el artículo 33 del Reglamento 
de Insolvencia que permite que  al síndico del procedimiento principal solicitar la suspensión 
total o parcial de la liquidación en el procedimiento secundario. Dicha regla debe ser 
contemplada con el artículo 34 del Reglamento de Insolvencia que otorga al síndico del 
procedimiento principal el control sobre la terminación sin liquidación del procedimiento 
secundario, ya sea porque éste tiene atribuida la iniciativa de propuesta (tal como establece el 
artículo 34 apartado tercero) o porque cualquier convenio negociado en el procedimiento 
secundario, requiere para su efectividad, el consentimiento del síndico principal (tal como 
establece el artículo 34 apartado primero párrafo segundo). Por lo tanto, en el caso de que el 
procedimiento territorial de Italia se abriese con posterioridad al principal abierto en Gerona, y 
éste último sea de saneamiento, el síndico del procedimiento principal de Gerona  podrá 
solicitar la suspensión total o parcial de la liquidación del procedimiento secundario. Asimismo, 
el síndico del procedimiento principal en Gerona podrá proponer al síndico del procedimiento 
territorial en Italia la terminación del procedimiento sin liquidación. Además, cualquier 
convenio negociado en el procedimiento territorial en Italia, necesitará el consentimiento del 
síndico del procedimiento principal de Gerona. 
 
En el supuesto de apertura del procedimiento territorial de Italia con anterioridad al universal de 
Gerona (el territorial podrá ser de liquidación o saneamiento) debemos destacar el artículo 37 
del Reglamento de Insolvencia  que permite la conversión del procedimiento territorial  de 
saneamiento (el de Italia) en uno de liquidación, siempre que así lo quiere el síndico del 
procedimiento principal (el del Gerona). Por lo tanto, si hay en marcha dos procedimientos de 
saneamiento el síndico principal puede optar: aplicar las reglas generales de coordinación, pero 
ante la dificultad de coordinar dos procedimientos de saneamiento sobre el mismo deudor, 
puede optar por la conversión en un procedimiento de liquidación (artículo 37) ya que después 
	   57	  
podrá aplicarse el artículo 33 (suspensión de la liquidación ) y el artículo 34 (terminación del 
procedimiento secundario sin liquidación) si todo ello fuese necesario. 
 
Terminando con las reglas de cooperación, el artículo 35 del Reglamento de Insolvencia 
establece que si la liquidación de activos del procedimiento territorial (el de Italia) permite 
satisfacer todos los créditos admitidos en su procedimiento, remitirá el excedente al síndico del 
procedimiento principal (el de Gerona). 
 
Por último, destacar las normas contenidas en el artículo 20 párrafo primero y segundo  del 
Reglamento de Insolvencia que disponen 
 
“El acreedor que, tras la apertura de un procedimiento del apartado 1 del artículo 3, 
obtenga por cualquier medio, en particular por vía ejecutiva, un pago total o parcial de 
su crédito sobre los bienes del deudor situados en el territorio de otro Estado miembro, 
deberá restituir lo que haya obtenido al síndico, si perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 5 y 7” 
 
“Para garantizar la igualdad de trato de los acreedores, el acreedor que haya obtenido 
en un procedimiento de insolvencia un dividendo sobre su crédito, sólo participará en 
el reparto abierto en otro procedimiento cuando los acreedores del mismo rango o de 
la misma categoría hayan obtenido, en ese otro procedimiento, un dividendo 
equivalente” 
 
La interacción conjunta de estas normas nos permiten comprender los mecanismos de 
coordinación entre diferentes procedimientos establecidos en el Reglamento, en los que se 
desprende la primacía del procedimiento universal. 
 
En referencia al régimen de reconocimiento y ejecución de las decisiones adoptados por los 
tribunales que tramitan el procedimiento principal y el territorial hemos de destacar que el 
Reglamento de Insolvencia determina el reconocimiento automático de la resolución de apertura 
y del resto de decisiones en materia concursal en los demás Estados miembros. Por lo tanto, las 
decisiones adoptadas por el Juzgado de lo mercantil de Gerona en referencia al procedimiento 
principal y las decisiones adoptadas por el tribunal italiana en cuento al procedimiento de 
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Todo ello se desprende del artículo 16.1 del Reglamento de Insolvencia que dispone 
 
“Toda resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, adoptada por el 
tribunal competente de un Estado miembro en virtud del artículo 3, será reconocida en 
todos los demás Estados miembros desde el momento en que la resolución produzca 
efectos en el Estado de apertura”. 
 
Además el artículo 17.1 del Reglamento de Insolvencia establece 
 
“La resolución de apertura de un procedimiento del apartado 1 del artículo 3 
producirá, sin ningún otro trámite, en cualquier otro Estado miembro, los efectos que 
le atribuya la Ley del Estado en que se haya abierto el procedimiento, salvo disposición 
en contrario del presente Reglamento y en tanto en cuanto ningún otro procedimiento 
de los contemplados en el apartado 2 del artículo 3 sea abierto en ese Estado 
miembro”. 
 
El resto de resoluciones concursales, diferentes a la resolución de apertura, se reconocerán 
también de forma automática en virtud de lo establecido en el artículo 25.1 del Reglamento de 
Insolvencia que dispone 
 
“Las resoluciones relativas al desarrollo y conclusión de un procedimiento de 
insolvencia dictadas por el tribunal cuya resolución  de apertura deba reconocerse en 
virtud del artículo 16, y el convenio aprobado por dicho tribunal se reconocerán 
asimismo sin otros procedimientos…”. 
 
Mientras que en la relativo a la ejecución de las decisiones, el Reglamento de Insolvencia no 
resuelve esta cuestión, produciéndose una remisión al Reglamento Bruselas 1 bis31 (en adelante 
RB1 bis). Dicho Reglamento entró en vigor el 10 de enero del 2015, tal como dispone su 
artículo 81, sustituyendo al Reglamento (CE) nº 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 
2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 




 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
31 Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2012 relativo a la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y  mercantil 
	   59	  
El RB1 bis establece el carácter automático de la ejecución entre los Estados miembros al 
disponer su artículo 39 
 
“Las resoluciones dictadas en un Estado miembro que tengan fuerza ejecutiva en él 
gozarán también de esta en los demás Estados miembros sin necesidad de una 
declaración de fuerza ejecutiva”” 
 
 
Por lo tanto,  el reconocimiento y ejecución en otros Estados Miembros de las decisiones 
adoptas por el Juzgado de lo Mercantil de Gerona en cuanto al procedimiento principal y las del 





2.2 Entre el procedimiento universal y el procedimiento independiente 
 
 
El reconocimiento y ejecución de resoluciones en materia concursal en España está 




En cuanto al reconocimiento en España de las decisiones adoptadas en el tribunal brasileño, 
deberemos acudir a las normas contenidas en el Título IX “ De las normas de Derecho 
Internacional Privado” (artículos 199-230) de la LC. De su lectura se desprende que España no 
cooperará con un país extranjero, si existe falta de reciprocidad, es decir, si España reconoce y 
ejecuta las decisiones extranjeras en su territorio mientras que dicho país no hace lo mismo.  
 
El Título IX de la LC  establece que el reconocimiento (de la resolución de apertura) y la 
ejecución quedarán supeditadas a un procedimiento de exequátur previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 188132, es decir, se necesitará realizar un procedimiento previo 
denominado exequátur . Mientras que una vez se haya obtenido el exequátur de la resolución de 
apertura, las demás decisiones se reconocerán en España sin necesidad de procedimiento 
alguno. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
32 Real Decreto de 3 de febrero de 1881, de promulgación de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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Estas ideas se desprenden de los artículos 220.1  y 224 y 222 de la LC que establece 
respectivamente 
 
“Las resoluciones extranjeras que declaren la apertura de un procedimiento de 
insolvencia se reconocerán en España mediante el procedimiento de exequátur 
regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil…”. 
 
“Las resoluciones extranjeras que tengan carácter ejecutorio según la ley del Estado 
de apertura del procedimiento en el que se hubieren dictado necesitarán previo 
exequátur para su ejecución en España”. 
 
“Una vez obtenido el exequátur de la resolución de apertura, cualquier otra resolución 
dictada en ese procedimiento de insolvencia y que tenga su fundamento en la 
legislación concursal se reconocerá en España sin necesidad de procedimiento 
alguno…”. 
 
Además, tal como hemos comentado, la  LC está supeditado a la regla de reciprocidad. Dicha 
regla quiere decir que España colaborará con otros estados si éstos colaboran con ella; esta regla 
es lógica ya que se aplicará en países con los que no hay un grado de integración jurídica como 
con los de la Unión Europea. 
 
El principio de reciprocidad se desprende del artículo 199.2 de la LC que dispone 
 
“A falta de reciprocidad o cuando se produzca una falta sistemática a la cooperación 
por las autoridades de un Estado extranjero, no se aplicarán respecto de los 
procedimientos seguidos en dicho Estado, los capítulos III y IV de este título”. 
 
 
Por lo tanto,  para que  las decisiones concursales relativas al procedimiento de insolvencia que 
se puede abrir en Brasil se reconozcan y ejecuten en España, dependerá  que Brasil  también 
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En cuanto al reconocimiento y ejecución en Brasil de decisiones concursales españolas, 
debemos acudir en primer lugar  al Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el 
reino de España y la república federativa de Brasil hecho en Madrid el 13 de abril de 1989. 
 
De una primera lectura del mismo se desprende que el objeto del Convenio es la cooperación 
jurisdiccional en materia civil, mercantil, laboral y contencioso-administrativo; tal como 
establece su artículo 1. 
 
No obstante, en el Capítulo III referente a “Reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales, 
transacciones, laudos arbitrales y documentos con fuerza ejecutiva”, en su artículo 15 se 
establece que las decisiones judiciales dictadas por los Tribunales de un Estado contratante en 
materia civil, mercantil y laboral serán reconocidas y ejecutas en el otro Estado, de acuerdo con 
las disposiciones del Convenio. 
 
Sin embargo, en su artículo 16 se desprende que quedan excluidas del artículo 15 una seria de 
materias, cuyo reconocimiento y ejecución se regulará de acuerdo con la Ley interna de cada 
Estado. En su apartado d) se establece: Quiebras, concursos y procedimientos análogos. Por lo 
tanto, las reglas de cooperación en cuanto al reconocimiento y ejecución de decisiones 
judiciales entre los tribunales de españoles y brasileños no se regulará por este convenio, sino 
que deberemos acudir a la Ley interna de cada estado. 
 
Por lo tanto, debemos acudir a la propia normativa interna brasileña a efectos de determinar 
como se regula el reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras en materia de 
insolvencia en Brasil. De la lectura de la legislación concursal brasileña no se desprende ningún 
precepto que trate sobre el asunto. En consecuencia, debemos acudir al Código Procesal Civil  
brasileño de 197333, pero no dispone nada específicamente con respecto a la insolvencia. No 
obstante, en sus artículos 483 y 484 se desprende que el procedimiento de homologación de la 
sentencia respetará lo establecido en el Reglamento Interno del Tribunal Supremo Federal. De 
la lectura de dicho reglamento, de los artículos del Código Procesal civil brasileño, así como de 
los artículos 120, I, “h” y 109 X de  disposición constitucional brasileña de 1988, se desprende 
que la sentencia extranjera no puede ser homologada si ofende la soberanía nacional, el orden 
público, las buenas costumbres, y si no cumple con determinados requisitos: ser decretada por el 
juez competente, hacer citado a las partes y estar revestida de todas las formalidades de ley con 
autenticación por Cónsul brasileño y traducción oficial. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
33 Lei nº 5.869, de 11 de janeiro de 1973. 
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Como observamos, no existe una regulación especifica del reconocimiento y ejecución de 
resoluciones extranjeras en materia de insolvencia en Brasil, sino que se produce una remisión a 
preceptos y normas generales recogidas en el Reglamento de Interno del Tribunal Supremo 
Federal y de la propia Constitución brasileña. Todo ello, añadiendo que no existe jurisprudencia 
sobre el reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras en materia concursal en Brasil y 
al ser un país con el que no hay un grado de integración jurídica como lo hay con los de la 
Unión Europea, no podemos confirmar que dicho reconocimiento y ejecución fuera a producirse 
a ciencia cierta. Por consiguiente, no podemos confirmar que se fuera a cumplir el presupuesto 
necesario para el reconocimiento y ejecución de decisiones judicial extranjeras en España: la 
reciprocidad. 
 
Al no existir ningún  precepto normativo en Brasil que trate el tema del reconocimiento y 
ejecución de resoluciones concursales extranjeras ni jurisprudencia al respecto, no podemos 
asegurar que se fuera a producir un reconocimiento y ejecución de las resoluciones adoptadas 
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3. LEY QUE APLICARÁN LOS DIFERENTES TRIBUNALES ANTE LA POSIBLE 
APERTURA DE DIFERENTES PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA 
 
 
3.1 Procedimiento Universal y Procedimiento Territorial 
 
 
En referencia al procedimiento universal, el Juzgado de lo Mercantil de la ciudad de 
Gerona deberá aplicar la legislación concursal española a efectos de tramitar el 
correspondiente procedimiento. Mientras que, el tribunal italiano, en referencia al 
procedimiento territorial, deberá aplicar la legislación concursal italiana. 
 
No obstante, el propio Reglamento de Insolvencia establece una serie de EXCEPCIONES 
a esta regla general. 
 
 
Una vez hemos determinado los concretos órganos jurisdiccionales que serán competentes para 
abrir los posibles procedimientos de insolvencia anteriormente mencionados, debemos 
determinar que concreta ley van aplicar dichos tribunales a efectos de tramitar los diferentes 
procedimientos de insolvencia. 
 
En  primer lugar debemos determinar la ley aplicable a los procedimientos de insolvencia 
enmarcados en el Reglamento de Insolvencia. 
 
En referencia a la Ley aplicable al procedimiento principal, el Reglamento de Insolvencia 
establece que tanto para los aspectos procedimentales como a los sustantivos, es aplicable en 
principio, la Ley del Estado donde se hubiere abierto el procedimiento concursal, la denominada 
lex fori concursus, tal como dispone su artículo 4 
 
 “Salvo disposición en contrario del presente Reglamento, la ley aplicable al 
procedimiento de insolvencia y a sus efectos será la del Estado miembro en cuyo 
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El artículo 4.2 establece un listado de cuestiones sometidas a la lex fori concursus, aunque no 
son de carácter exhaustivo, dispone 
 
“La Ley de Estado apertura determinará las condiciones de apertura, desarrollo y 
terminación del procedimiento de insolvencia. Dicha Ley determinará en particular: 
 
a) los deudores que puedan ser sometidas a un procedimiento de insolvencia en calidad de 
tales; 
b) los bienes que forman parte de la masa y la suerte de los bienes adquiridos por el 
deudor después de la apertura del procedimiento de insolvencia; 
c) las facultades respectivas del deudor y del síndico; 
d) las condiciones de oponibilidad de una compensación; 
e) los efectos del procedimiento de insolvencia sobre los contratos en vigor en los que el 
deudor sea parte; 
f) los efectos de la apertura de un procedimiento de insolvencia sobre las ejecuciones 
individuales con excepción de los procesos en curso; 
g) los créditos que deban cargarse al pasivo del deudor y la suerte de los créditos nacidos 
después de la apertura del procedimiento de insolvencia; 
h) las normas relativas a la presentación, examen y reconocimiento de los créditos; 
i) las normas del reparto del producto de la realización de los bienes, la graduación de 
los créditos y los derechos de los acreedores que hayan sido parcialmente 
indemnizados después de la apertura del procedimiento de insolvencia en virtud de un 
derecho real o por el efecto de una compensación; 
j)  las condiciones y los efectos de la conclusión del procedimiento de insolvencia, en 
particular, mediante convenio; 
k) los derechos de los acreedores después de terminado el procedimiento de insolvencia; 
l) la imposición de las costas y gastos del procedimiento de insolvencia; 
m) las normas relativas a la nulidad, anulación o inoponibilidad de los actos perjudiciales 
al conjunto de los acreedores”. 
 
Por lo tanto, en principio, en el procedimiento principal cuya competencia judicial corresponde 
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Por otro lado, en lo relativo a la Ley aplicable al procedimiento de carácter territorial, el 
Reglamento de Insolvencia establece también que es aplicable la lex fori concursus, tal como 
dispone su artículo 28 
 
“Salvo disposición en contrario del presente Reglamento, la Ley aplicable al 
procedimiento secundario será la del Estado miembro en cuyo territorio se haya 
abierto el procedimiento secundario”. 
 
En consecuencia, en principio, en el procedimiento territorial cuya competencia judicial 
corresponde a los tribunales de Italia, deberá aplicarse la ley reguladora del procedimiento de 
insolvencia en Italia. 
 
 
Una vez entendido dicha regla general, debemos determinar el concreto tratamiento sobre los 
siguientes créditos de sus acreedores: 
 
3.1.1 Deudas fiscales en España, Reino Unido e Italia 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento principal en Gerona, la ley concursal que 
aplicarían a efectos de tramitar dicho procedimiento es la española. Por consiguiente, debemos 
acudir a la LC a efectos de determinar el tratamiento que hace ésta sobre las deudas fiscales. 
 
La LC  en su artículo 89 divide los créditos concursales en: 
1. “Los créditos incluidos en la lista de acreedores se clasificarán, a efectos del concurso, 
en privilegiados, ordinarios y subordinados. 
2. Los créditos privilegiados se clasificarán, a su vez, en créditos con privilegio especial, 
si afectan a determinados bienes o derechos, y créditos con privilegio general, si 
afectan a la totalidad del patrimonio del deudor. No se admitirá en el concurso ningún 
privilegio o preferencia que no esté reconocido en esta Ley. 
3. Se entenderán clasificados como créditos ordinarios aquellos que no se encuentren 
calificados en esta Ley como privilegiados ni como subordinados”. 
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Mientras que el artículo artículo 91.4 de la LC dispone 
 
“Son créditos con privilegio general 
 
Los créditos tributarios y demás de Derecho público, así como los créditos de la 
Seguridad Social que no gocen de un privilegio especial conforme al apartado 1 del 
artículo 90, ni del privilegio general del número 2º de este artículo. Este privilegio 
podrá ejercerse para el conjunto de los créditos de la Hacienda Pública y para el 
conjunto de los créditos de la Seguridad Social, respectivamente, hasta el cincuenta por 
ciento de su importe”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Por lo tanto, si se abre un procedimiento universal, el Juzgado de lo Mercantil de Gerona 
conforme a la LC, considerará los créditos derivados de las deudas fiscales de los países de 
España, Reino Unido e Italia como créditos con privilegio general. 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento territorial en Italia, el Juez italiano deberá 
aplicar la legislación concursal italiana a efectos de tramitar el correspondiente procedimiento. 
Por lo tanto, deberemos acudir a le legislación concursal italiana a efectos de determinar el 
tratamiento que hace ésta sobre las deudas fiscales. 
 
La legislación concursal italiana realiza una remisión a su  Código Civil  italiano34 y las leyes 
especiales en cuanto al tema de los privilegios, prenda e hipoteca. 
 
El Código Civil italiano en su artículo 2752 dispone 
 
“Crediti per contributi diretti dello Stato, per imposta sul valore aggiunto e per 
tributi degli enti locali 
 
Hanno privilegio generale sui mobili del debitore i crediti dello Stato per l'imposta sul 
reddito delle persone fisiche, sul reddito delle persone giuridiche e per l'imposta locale 
sui redditi, limitadamente all'imposta o alla quota d'imposta non imputabile ai redditi 
immobiliari e a quelli di natura fondiaria non determinabili catastalmente, iscritti nei 
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ruoli principali suppletivi, speciali o straordinari posti in riscossione nell'anno in cui si 
procede all'esecuzione e nell'anno precedente.  
 
Se si tratta di ruoli suppletivi, e si procede per imposte relative a periodi d'imposta 
anteriori agli 
ultimi due, il privilegio non può esercitarsi per un importo superiore a quello degli 
ultimi due anni, qualunque sia il periodo cui le imposte si riferiscono. 
 
Hanno altresì privilegio generale sui mobili del debitore i crediti dello Stato per le 
imposte, le penepecuniarie e le soprattasse dovute secondo le norme relative 
all'imposta sul valore aggiunto”. 
 
Hanno lo stesso privilegio, subordinatamente a quello dello Stato, i crediti per le 
imposte, tasse etributi dei comuni e delle province previsti dalla legge per la finanza 
locale e dalle norme relative all'imposta comunale sulla pubblicità e ai diritti sulle 
pubbliche affissioni”. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que las deudas fiscales relativas al IVA, IRPF e IS 
ostenta el rango de créditos con privilegio general. Estos son los impuestos típicos que debe 
pagar un empresario. 
 
Por consiguiente, si se abriese un procedimiento territorial, los tribunales italianos conforme a la 
legislación concursal italiana, considerarán los créditos derivados de las deudas fiscales de los 
países de España, Reino Unido y la misma Italia como créditos con privilegio general. 
 
 
3.1.2 Contrato con proveedores españoles  
 
En primer lugar es importante catalogar dichos contratos como contratos de carácter mercantil, 
excluyéndose un carácter laboral. 
 
En cuanto al procedimiento universal, en el que deberá aplicarse la LC, ésta dispone en su 
artículo   61.2 párrafo primero 
 
“La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a la vigencia de los contratos con 
obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento tanto a cargo del concursado 
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como de la otra parte. Las prestaciones a que esté obligado el concursado se 
realizarán con cargo a la masa”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Partimos por tanto de la regla general  de que declarado el concurso, los contratos preexistentes 
se mantienen plenamente vigentes, es el denominado principio de vigencia de los contratos. 
 
Al ser el contrato con el proveedor un contrato con obligaciones recíprocas, no afectará a la 
vigencia del contrato. 
 
 Asimismo, las deudas con los proveedores anteriores a la declaración del concurso tendrán el 
rango de créditos ordinarios (artículo 89.3 LC). Mientras que las deudas con los proveedores 
generadas una vez declarado el concurso tendrán en la consideración de créditos contra la masa, 
al ser el contrato con el proveedor un contrato con obligaciones recíprocas de tracto sucesivo, 
tal como dispone el artículo 84.2.6 de la LC 
 
“Tendrán la consideración de créditos contra la masa los siguientes: 
 
Los que, conforme a esta Ley, resulten de prestaciones a cargo del concursado en los 
contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento que continúen en 
vigor tras la declaración de concurso, y de obligaciones de restitución e indemnización 
en caso de resolución voluntaria o por incumplimiento del concursado”. 
 
En consecuencia, en el procedimiento universal, el Juez de lo Mercantil de Gerona conforme a 
la LC, considerará los créditos derivados de las deudas con los proveedores españoles anteriores 
a la declaración del concurso  como créditos con rango ordinario, mientras que los posteriores 
tendrá la consideración de  créditos contra la masa. 
 
 
En cuanto al procedimiento territorial, en el que debe aplicarse la legislación concursal 
italiana. Por lo tanto deberemos acudir a la legislación concursal italiana para determinar los 
efectos de la apertura del procedimiento de insolvencia sobre los contratos los contratos de 
prestación de servicios, como sería el contrato concertado con los proveedores. 
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 La legislación concursal italiana dispone en su artículo  72.1 (teniendo en cuenta las 
modificaciones contenidas en los Decretos Legislativos  9  Gennaio 2006, nº5  y el 12 de 
setiembre 2007, nº169) lo siguiente 
 
“Se un contratto è ancora ineseguito o non compiutamente eseguito da entrambe le 
parti quando, nei confronti di una di esse, è dichiarato il fallimento, l'esecuzione del 
contratto, fatte salve le diverse disposizioni della presente Sezione, rimane sospesa fino 
a quando il curatore, con l'autorizzazione del comitato dei creditori, dichiara di 
subentrare nel contratto in luogo del fallito, assumendo tutti i relativi obblighi, ovvero 
di sciogliersi dal medesimo, salvo che, nei contratti ad effetti reali, sia già avvenuto il 
trasferimento del diritto”. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que si se declara en insolvencia una de las partes de 
un contrato, éste queda suspendido hasta que el curatore, con la autorización del comitato dei 
creditori, decida hacerse cargo del contrato en lugar del fallido (el declarado en concurso). 
Asimismo las deudas con los proveedores tienen el rango de créditos sin garantía, es decir, 
créditos chirografari (artículo 111.3 ley concursal italiana). 
 
Por lo tanto, en caso de apertura de un procedimiento territorial, según la ley concursal italiana 
se produciría la suspensión del contrato con los proveedores, hasta que el curatorore, con la 
autorización del comitato dei creditori, decida hacerse cargo del contrato en lugar de ustedes. 
Además, las deudas con los proveedores tienen el rango de créditos sin garantía. 
 
 
3.1.3 Contrato con el suministrador italiano 
 
Hemos de catalogar dicho contrato también como mercantiles, excluyéndolos del ámbito 
laboral. 
 
En el supuesto de apertura de un procedimiento universal en Gerona, tal como dispone la 
LC en su artículo 61.2 partimos de la regla general  de que declarado el concurso, los contratos 
preexistentes se mantienen plenamente vigentes, es el denominado principio de vigencia de los 
contratos. 
 
Al ser el contrato con el suministrador italiano un contrato con obligaciones recíprocas, no 
afectará a la vigencia del contrato.  
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Asimismo, la deuda con el suministrador italiano anterior a la declaración del concurso  tendrá 
el rango de créditos ordinarios (artículo 89.3 LC). Mientras que la deuda con el suministrador 
generadas una vez declarado el concurso tendrán en la consideración de créditos contra la masa, 
al ser el contrato con el proveedor un contrato con obligaciones recíprocas de tracto sucesivo 
(artículo 84.2.6 LC) 
 
Por lo tanto, en el procedimiento universal, el Juez de lo Mercantil de Gerona conforme a la LC, 
considerará el crédito derivado de la deuda con el suministrador italiano anterior a la apertura 
del procedimiento como crédito con rango ordinario, mientras que las posteriores  tendrán la 
consideración de créditos contra la masa. 
 
 
En el supuesto de apertura de un procedimiento territorial, en el que deberá aplicarse la 
legislación concursal italiana, como hemos mencionado con anterioridad, ésta en su artículo 
72.1 establece que si se declara en insolvencia una de las partes de un contrato, éste queda 
suspendido hasta que el curatore, con la autorización del comitato dei creditori, decida hacerse 
cargo del contrato en lugar de ustedes. Asimismo la deuda con el suministrador tiendrá el rango 
de crédito sin garantía, es decir, créditos chirografari (artículo 111.3 ley concursal italiana). 
 
Por lo tanto, en caso de apertura de un procedimiento territorial, según la ley concursal italiana 
se produciría la suspensión del contrato con los proveedores, hasta que el curatorore, con la 
autorización del comitato dei creditori, decida hacerse cargo del contrato en lugar de ustedes. 





Es importante destacar que presenta muchas situaciones en las que el Juzgado de lo 
Mercantil no aplicaría la ley concursal española y el tribunal italiano no aplicaría la 
legislación concursal italiana. 
 
No obstante, este regla en virtud de la cual se produce una identidad entre foro y lex no tiene 
carácter absoluto, sino que el propio Reglamento de Insolvencia, en sus artículos 5 a 15 
establece una serie de excepciones a la lex fori concursus (aplicables tanto al procedimiento 
principal como al territorial). 
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La razón de ser de este conjunto de excepciones es someter los efectos del concurso sobre 
ciertos derechos o transacciones no a la lex fori concursus, sino a la ley que, en su caso, rige el 
correspondiente derecho o transacción. Dicho en otras palabras, estas excepciones suponen que 
los efectos concursales no queden sujetos a la lex fori concursus sino a la misma ley que rige la 
constitución pre-concursal del derecho o de la transacción jurídica en cuestión. 
 
El conjunto de excepciones a la lex fori concursus relevantes a efectos del presente dictamen 
son: 
 
3.2.1 Titularidad del inmueble en Londres hipotecado a favor del Banco 
Luxemburgués 
 
Esta situación puede ubicarse dentro de la excepción referente a derechos reales. 
 
El artículo 5.1 del Reglamento de Insolvencia dispone  
 
“ La apertura del procedimiento de insolvencia no afectará al derecho real de un 
acreedor o de un tercero sobre los bienes, materiales o inmateriales, muebles o 
inmuebles- tanto bienes determinados como conjuntos constituidos por colecciones de 
bienes indefinidos que varían de tanto en tanto- que pertenezcan al deudor y que, en el 
momento de apertura del procedimiento, se encuentren en el territorio de otro Estado 
miembro”. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que cuando un acreedor goza de un derecho real 
sobre un bien localizado en el extranjero la declaración de apertura no afectará a ese derecho 
real. 
 
La expresión no afectará quiere decir que el titular de esos derechos queda inmunizado frente a 
la declaración de apertura, es decir, ni le son oponibles los límites concursales previstos por lex 
fori concursus, ni le son oponibles los límites concursales previstos por la lex rei sitae (la ley 
del lugar de donde los bienes estén situados). 
 
En concreto, el Reglamento de Insolvencia en su artículo 5.2 establece una lista no exhaustiva 
de cuales son estos derechos reales al disponer que 
 
• “ Los derechos contemplados  en el apartado 1 son, en particular: 
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a) el derecho a realizar o hacer realizar el bien y ser pagado con el producto o los 
rendimientos de dicho bien, en virtud de prenda o hipoteca; 
b) el derecho exclusivo a cobrar un crédito, en particular el derecho garantizado 
por una prenda  de la que se objeto el crédito o por la cesión de dicho crédito a 
título de garantía; 
c) el derecho a reivindicar el bien y reclamar su restitución a cualquiera que lo 
posea o utilice en contra de la voluntad de su titular; 
d) el derecho real a percibir los frutos de un bien”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento concursal, ya sea de carácter principal como 
territorial,  su acreedor,  el Banco luxemburgués,  al tener un derecho de hipoteca sobre un bien 
inmueble localizado en Londres, no le sería oponible la declaración de insolvencia del deudor y, 
por consiguiente, podrá ejecutar su hipoteca en caso de impago sin someterse a ningún límite 
concursal (como sería la suspensión temporal de esa posibilidad o la ejecución a través de la 
administración concursal). Por consiguiente el Banco luxemburgués podrá ejecutar su hipoteca.  
 
 
3.2.2 Contrato de arrendamiento del inmueble en Londres a una sociedad local 
inglés 
 
Esta situación se engloba dentro de la excepción referente a contratos sobre bienes inmuebles. 
 
El artículo 8 del Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“Los efectos del procedimiento de insolvencia sobre un contrato que otorgue un 
derecho de uso o adquisición de un bien inmueble se regularán exclusivamente por la 
Ley del Estado miembro en cuyo territorio esté situado el inmueble”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Este artículo nos está diciendo que será la Ley del Estado en cuyo territorio se encuentra el 
inmueble  la que determinará los efectos que se producen sobre los contratos en curso y que 
vienen referidos a un derecho de uso o de adquisición de un determinado bien inmueble. 
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En el caso de que se abriese un procedimiento concursal, ya sea de carácter principal como 
territorial, al haber formalizado ustedes previamente un contrato de arrendamiento (que conlleva 
un derecho de uso) con una sociedad inglesa sobre un inmueble en la ciudad de Londres, los 
efectos del concurso sobre dicho contrato quedan sujetos a ley concusal del Estado donde se 
halle dicho bien- la lex contractus- , es decir, a la legislación concursal inglesa.35 
 
La legislación concursal inglesa en su artículo 345 dispone 
 
“Contracts to which bankrupt is a party. 
 
(1)The following applies where a contract has been made with a person who is 
subsequently adjudged bankrupt. 
(2)The court may, on the application of any other paty to the contract, make an order 
discharging obligations under the contract on such terms as to payment by the 
applicant or the bankrupt of damages for non-performance or otherwise as appear to 
the court to be equitable. 
(3)Any damages payable by the bankrupt by virtue of an order of the court under this 
section are provable as a bankruptcy debt. 
(4)Where an undischarged bankrupt is a contractor in respect of any contract jointly 
with any person, that person may sue or be sued in respect of the contract without the 
joinder of the bankrupt”. 
 
Este artículo refleja que en caso de quiebra de la una las partes de un contrato, el tribunal, a 
petición de una de las partes de la relación contractual, puede descargar de obligaciones el pago 
del contrato, es decir, puede dejar sin efectos el contrato. Por lo tanto, en caso de quiebra se 
podría resolver el contrato por decisión del tribunal. Además, la persona perjudicada por la 
resolución del contrato, podrá demandar al quebrado por la situación de perjuicio generada por 
la resolución del contrato. El conjunto de pruebas de dichos perjuicios se probará a partir de la 
declaración de quiebra. 
 
En el caso de apertura de un procedimiento tanto universal como territorial, el tribunal, a 
petición de una de las partes de la relación contractual, podrá dejar sin efectos el contrato de 
arrendamiento con la sociedad local inglesa. Todo ello, sin perjuicio de la posibilidad que 
tendría la sociedad local inglesa de adoptar medidas legales ante el perjuicio ocasionado por la 
resolución del contrato de alquiler. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
35 Insolvency Act 1986. 
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3.2.3 Compensación de deudas con CIP HOLDING en virtud de la estimación 
parcial de la demanda por parte del Tribunal de Berlín 
 
Esta situación puede ubicarse dentro de la excepción referente a compensación. 
 
Se establece como regla general que la admisibilidad y condiciones de oponibilidad de una 
compensación se reglamentarán, en un principio, por lo que se establece en la lex fori concursus 
(tal como es establece en el artículo 4.2 apartados d) e i)). 
 
Por lo tanto,  primeramente, deberá ser consultada la lex fori concursus  para saber si dos 
créditos pueden o no compensarse y cuáles serán los presupuestos de admisibilidad  y las 
condiciones en que se puede ejercer la compensación frente a un crédito del deudor. 
 
En lo respectivo al procedimiento principal, en el que se deberá aplicar la legislación 
española, el artículo 58 de la LC dispone 
“Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 205, declarado el concurso, no procederá la 
compensación de los créditos y deudas del concursado, pero producirá sus efectos la 
compensación cuyos requisitos hubieran existido con anterioridad a la declaración, 
aunque la resolución judicial o acto administrativo que la declare se haya dictado con 
posterioridad a ella. 
En caso de controversia en cuanto a este extremo, ésta se resolverá a través de los 
cauces del incidente concursal” 
[El subrayado es nuestro] 
 
Del tenor literal de la ley se desprende que a efectos del concurso sólo es operativa la 
compensación de créditos y deudas cuyos requisitos se han producido con anterioridad a la 
declaración del concurso.  
 
Dichos requisitos se encuentran regulados en el artículo 1196 del Código Civil español36 que 
dispone 
 
“Para que proceda la compensación, es preciso: 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
36 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil.	  
	   75	  
1.º Que cada uno de los obligados lo esté principalmente, y sea a la vez acreedor principal 
del otro. 
2.º Que ambas deudas consistan en una cantidad de dinero, o, siendo fungibles las cosas 
debidas, sean de la misma especie y también de la misma calidad, si ésta se hubiese 
designado. 
3.º Que las dos deudas estén vencidas. 
4.º Que sean líquidas y exigibles. 
5.º Que sobre ninguna de ellas haya retención o contienda promovida por terceras 
personas y notificada oportunamente al deudor”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Como la reconvención quedó ilíquida en el proceso declarativo, no se cumple unos de los 
requisitos necesarios para que se produzca la compensación y por lo tanto ésta no tendrá lugar. 
 
No obstante, en el caso de que los Juzgados de lo Mercantil de Gerona no reconociesen dicha 
compensación en base a la lex fori concursus, entrarán en escena el artículo 6 del Reglamento 
de Insolvencia que establece 
 
“La apertura del procedimiento de insolvencia no afectará al derecho de un acreedor a 
reclamar la compensación de su crédito del deudor, cuando la Ley aplicable al crédito 
del deudor insolvente permita dicha compensación” 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Esta misma idea se desprende del Considerando número 26 del Reglamento de Insolvencia que 
dispone 
 
“Si con arreglo al Derecho del Estado de apertura no está autorizada la 
compensación, el acreedor debería tener igualmente derecho a dicha compensación, si 
ésta es posible según la Ley aplicable al crédito del deudor insolvente. De esta forma, 
la compensación adquirirá una función de garantía sobre la base de disposiciones 
legales en las que el acreedor puede confiar en la fecha de la aparición del crédito”. 
 
Estas disposiciones del Reglamento de Insolvencia establecen que cuando no fuese posible la 
compensación  por aplicación de la lex fori concursus (la LC), resultaría factible compensar 
cuando la ley que rige el crédito del deudor insolvente, permita la compensación a pesar del 
citado estado de insolvencia. El juez  consideró que la ley aplicable al contrato que suscribieron 
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con la multinacional “CIP HOLDING” es la ley alemana, por consiguiente, la ley que rige el 
crédito del deudor insolvente (su crédito) es la legislación de Alemania. 
 
La legislación concursal alemana (Insolvenzordnung)37 en su artículo 94 dispone 
 
 
“Erhaltung einer Aufrechnungslage 
 
Ist ein Insolvenzgläubiger zur Zeit der Eröffnung des Insolvenzverfahrens kraft 
Gesetzes oder auf Grund einer Vereinbarung zur Aufrechnung berechtigt, so wird 
dieses Recht durch das Verfahren nicht berührt”. 
 
Dicho artículo establece que si por fuerza de ley (como sería el caso de una sentencia) un 
acreedor tuviese el derecho a compensar su crédito con anterioridad a la fecha de declaración 
del concurso, dicho derecho no se verá afectado, por lo tanto cabrá la compensación de créditos.  
 
Por lo tanto, en el procedimiento universal, cabe la compensación y por lo tanto podrán 
compensar parcialmente sus deudas con CIP HOLDING. 
 
Por otro lado, en lo respectivo al procedimiento territorial, abierto en Italia, en el deberá 
aplicarse la legislación concursal italiana, la cual en su artículo 56 dispone 
“I creditori hanno diritto di compensare coi loro debiti verso il fallito i crediti che essi 
vantano verso lo stesso, ancorché non scaduti prima della dichiarazione di fallimento. 
 
Per i crediti non scaduti la compensazione tuttavia non ha luogo se il creditore ha 
acquistato il credito per atto tra i vivi dopo la dichiarazione di fallimento o nell'anno 
anteriore”. 
De la lectura de este artículo, se desprende que en cuanto a la compensación por quiebra, los 
acreedores tienen derecho a compensar los créditos frente al insolvente con sus deudas, salvo en 
el caso de que los hayan adquirido por un acto inter vivos tras la declaración de quiebra o en el 
año anterior. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
37 Insolvenzordnung vom 5. Oktober 1994 (BGBl. I S. 2866), die zuletzt durch Artikel 6 des Gesetzes vom 31. August 2013 (BGBl. 
I S. 3533) geändert worden ist.  
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Como no tenemos los suficientes datos para saber cuanto tiempo hace desde la sentencia en 
Berlín en el que se reconoce su crédito ni cuando se procedería la apertura del procedimiento, 
no podemos determinar si cabe la compensación en el procedimiento territorial. 
 
3.2.4 Maquinaria sujeta a reservas de dominio a favor de la sociedad austriaca 
NEUER, A.G 
 
Esta situación puede englobarse en la excepción referente a reserva de propiedad. 
 
El artículo 7.1 del Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“La apertura de un procedimiento de insolvencia contra el comprador de un bien no 
afectará a los derechos del vendedor basados en una reserva de propiedad cuando 
dicho bien se encuentre, en el momento de apertura del procedimiento, en el territorio 
de un Estado miembro distinto del Estado de apertura”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Este artículo establece que si se abriese un procedimiento tanto universal como territorial 
contra el comprador de un bien, los derechos del vendedor basados en una cláusula de reserva 
de propiedad, anterior a la apertura del procedimiento concursal, no se verían afectados. 
 
La idea seguida por el legislador comunitario es que si la apertura de un procedimiento de 
insolvencia produjera consecuencias que afectasen a los titulares de una reserva de propiedad, 
ello incidiría en la fluidez del mercado crediticio y en la propia conexión de créditos. 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento concursal, ya sea de carácter principal como 
territorial, los derechos de mercantil austriaca “NEUER, A,G” , basados en una cláusula de 
reserva de propiedad, no se verían  alterados.  
 
3.2.5 Las dos patentes comunitarias y su marca comunitaria 
“CONSTRUCCIONES FITÓ” 
 
Esta situación puede enmarcarse dentro de la excepción referente a patentes y marcas 
comunitarias. 
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El artículo 12 del Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“A efectos del presente Reglamento una patente comunitaria, una marca comunitaria o 
cualquier otro derecho análogo establecido por disposiciones comunitarias únicamente 
podrá incluirse en un procedimiento del apartado 1 del artículo 3” 
 
Mientras que el artículo 3 apartado 1 establece 
 
“Tendrán competencia para abrir el procedimiento de insolvencia los tribunales del 
Estado miembro en cuyo territorio se sitúe el centro de los intereses principales del 
deudor. Respecto de las sociedades y personas jurídicas, se presumirá que el centro de 
los intereses principales es, salvo prueba en contrario, el lugar de su domicilio social”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Por lo tanto, en referencia a sus dos patentes comunitarias y a su marca comunitaria 
“CONSTRUCCIONES FITÓ”, deberán éstas formar parte de la masa activa referentes al 
procedimiento principal que se tramitará por el Juzgado de lo Mercantil de la ciudad de Gerona, 
no siendo posible que formen parte del procedimiento territorial. 
 
 
3.2.6 Valores cotizados en la bolsa de Nueva York 
 
Dicha situación puede ubicarse dentro de la excepción referente a sistemas de pago y mercados 
financieros. 
 
El artículo 9.1 del Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, los efectos del procedimiento de 
insolvencia sobre los derechos y obligaciones de los participantes en un sistema de 
pago o compensación o en un mercado financiero se regirán exclusivamente por la Ley 
del Estado miembro aplicable a dicho sistema o mercado”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Ya que ostentan la titularidad de unos valores que están cotizando en la bolsa de Nueva York, la 
ley aplicable a dicho mercado, es la americana, por lo tanto, deberemos acudir a la legislación 
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concursal de los Estados Unidos38 para saber que efectos produce la apertura de un 
procedimiento de insolvencia sobre dichos valores. 
 
De la lectura de esta legislación se desprende que los títulos-valor de una empresa pueden 
continuar siendo comercializados, incluso después de que la compañía se ha acogido para la 
quiebra (concurso acreedores).  
 
 
Por lo tanto, siguiendo la legislación concursal americana, aunque se produjese la apertura de un 
procedimiento de insolvencia tanto principal como territorial contra ustedes, podrían seguir 
comercializando sus títulos-valores. 
 
 
3.2.7 Contratos con los trabajadores españoles 
 
Esta situación puede englobarse dentro de la excepción referente a contratos de trabajo. 
 
El artículo 10 del Reglamento de Insolvencia dispone 
 
“ Los efectos del procedimiento de insolvencia sobre el contrato de trabajo y sobre la 
relación laboral se regularán exclusivamente por la Ley del Estado miembro aplicable 
al contrato de trabajo”. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que los efectos del procedimiento de insolvencia 
sobre la continuación o conclusión de las relaciones laborales, así como los derechos y 
obligaciones de las partes implicadas se someterán a la lex contractus. Dicha ley determinará los 
efectos del procedimiento de insolvencia sobre las contratos y relaciones laborales. Nos 
determinará, por ejemplo, si la declaración de apertura conlleva a la continuación,  la 
modificación o la extensión de las relaciones laborales y bajo qué condiciones… etc; es decir, 
este precepto sólo alcanza los efectos de la apertura del procedimiento de insolvencia sobre la 
relación laboral. 
 
Sin embargo,  el artículo 4.2 h y el Considerando número 28 del Reglamento de Insolvencia 
establecen respectivamente 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
38 Chapter 11 of Title 11 of the United States Code. 
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“La Ley del Estado de apertura determinará las condiciones de apertura, desarrollo y 
terminación del procedimiento de insolvencia. Dicha Ley determinará en particular: 
 
h) las normas relativas a la presentación, examen y reconocimiento de los créditos;” 
 
“En lo que se refiere a la protección de los trabajadores y de las relaciones laborales, 
los efectos del procedimiento de insolvencia sobre la continuación o conclusión de 
dichas relaciones, así como sobre los derechos y obligaciones de todas las partes 
implicadas en dichas relaciones, deberán regularse mediante el Derecho aplicable a 
los contratos con a las normas generales de conflicto. Otras cuestiones del derecho 
relativo a la insolvencia, como la posible protección de los derechos de los 
trabajadores mediante privilegios, o la de cuál ha de ser el rango de dichos privilegios 
en su caso, debería determinarse con arreglo al Derecho del Estado de apertura del 
procedimiento”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Se desprende que otras cuestiones, como por ejemplo si los créditos laborales gozan o no de un 
privilegio concursal, el montante o su rango, se regirán a la lex fori concursus. 
 
En referencia a sus contratos laborales con trabajadores españoles, en el caso de un 
procedimiento principal, la lex contractus es la legislación española, que coincide con la lex 
fori concursus, siendo aplicable por lo tanto la LC. 
 
Tal como hemos dicho anteriormente y volvemos a repetir, la LC en su artículo 61.2 párrafo 
primero dispone 
 
“La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a la vigencia de los contratos con 
obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento tanto a cargo del concursado 
como de la otra parte. Las prestaciones a que esté obligado el concursado se 
realizarán con cargo a la masa”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Partimos por tanto de la regla general que declarado el concurso, los contratos preexistentes se 
mantienen plenamente vigentes, es el denominado principio de vigencia de los contratos. 
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Todo ello, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 61.2 párrafo segundo que establece 
 
“No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la administración concursal, en caso 
de suspensión, o el concursado, en caso de intervención, podrán solicitar la resolución 
del contrato si lo estimaran conveniente al interés del concurso. El secretario judicial 
citará a comparecencia ante el juez al concursado, a la administración concursal y a la 
otra parte en el contrato y, de existir acuerdo en cuanto a la resolución y sus efectos, el 
juez dictará auto declarando resuelto el contrato de conformidad con lo acordado. En 
otro caso, las diferencias se sustanciarán por los trámites del incidente concursal y el 
juez decidirá acerca de la resolución, acordando, en su caso, las restituciones que 
procedan y la indemnización que haya de satisfacerse con cargo a la masa. Cuando se 
trate de la resolución de contratos de arrendamiento financiero, y a falta de acuerdo 
entre las partes, con la demanda incidental se acompañará tasación pericial 
independiente de los bienes cedidos que el juez podrá tener en cuenta al fijar la 
indemnización”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Como se produce una identidad entre la lex fori concursus y la lex contractus, la LC será 
también la legislación adecuada para determinar las cuestiones relativas al Considerando 
número 28 del Reglamento de Insolvencia. 
 
Tal como hemos mencionado con anterioridad, la LC en su artículo 89 divide los créditos 
concursales privilegiados, ordinarios y subordinados. Los créditos privilegiados se dividirán en 
créditos con privilegio general y créditos con privilegio especial. 
 
Además, en su artículo 84.2 apartados 1 y 5 se desprende que tendrán la consideración de 
créditos contra la masa 
 
“1.º Los créditos por salarios por los últimos treinta días de trabajo efectivo anteriores 
a la declaración de concurso y en cuantía que no supere el doble del salario mínimo 
interprofesional”. 
 
“5.º Los generados por el ejercicio de la actividad profesional o empresarial del 
deudor tras la declaración del concurso, incluyendo los créditos laborales, 
comprendidas en ellos las indemnizaciones de despido o extinción de los contratos de 
trabajo, así como los recargos sobre las prestaciones por incumplimiento de las 
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obligaciones en materia de salud laboral, hasta que el juez acuerde el cese de la 
actividad profesional o empresarial, o declare la conclusión del concurso”. 
 
Por otro lado, el artículo 91.1 de la LC establece 
“Son créditos con privilegio general: 
1.º Los créditos por salarios que no tengan reconocido privilegio especial, en 
la cuantía que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo 
interprofesional por el número de días de salario pendientes de pago, las 
indemnizaciones derivadas de la extinción de los contratos, en la cuantía 
correspondiente al mínimo legal calculada sobre una base que no supere el 
triple del salario mínimo interprofesional, las indemnizaciones derivadas de 
accidente de trabajo y enfermedad profesional, devengados con anterioridad a 
la declaración de concurso…”. 
[El subrayado es nuestro] 
 
Tal como dispone el artículo 90.3 de la LC los créditos por salarios que tienen reconocido 
privilegio especial son los créditos refaccionarios, los cuales no tienen transcendencia en el 
presente dictamen. Por lo tanto las deudas por los salarios con los trabajadores españoles tienen 
el rango de créditos con privilegio general. 
 
Por lo tanto, en el caso de que se abriese un procedimiento universal en el Juzgado de lo 
Mercantil de la ciudad de Gerona, la vigencia de los contratos de trabajo no se vería afectada 
por la apertura del procedimiento concursal y se les reconocerá un privilegio general al crédito 
de los trabajadores. Mientras que los salarios de sus trabajadores relativos a los últimos treinta 
días antes de la declaración del concurso tendrán la consideración de créditos contra la masa. 
 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento territorial en Italia, en relación con los 
trabajadores españoles, la lex fori concursus sería la legislación concursal italiana, mientras que 
la lex contractus sería la ley española, la LC. 
 
Por lo tanto, tal como determina  el artículo 61.2 LC, la declaración del concurso no afectará a 
la vigencia de los contratos con obligaciones recíprocas (como es el caso de los contratos con 
los trabajadores). 
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Mientras que la legislación concursal italiana establece en su artículo 111 la siguiente 
clasificación de los créditos 
“Le somme ricavate dalla liquidazione dell'attivo sono erogate nel seguente ordine: 
1) per il pagamento dei crediti prededucibili; 
2) per il pagamento dei crediti ammessi con prelazione sulle cose vendute secondo 
l'ordine assegnato dalla legge; 
3) per il pagamento dei creditori chirografari, in proporzione dell'ammontare del 
credito per cui ciascuno di essi fu ammesso, compresi i creditori indicati al n. 2, 
qualora non sia stata ancora realizzata la garanzia, ovvero per la parte per cui 
rimasero non soddisfatti da questa”. 
 
La distribución contenida en el artículo 111 debe leerse en estrecha relación con las reglas  del 
Código Civil  italiano y las leyes especiales sobre el tema de los privilegios, prenda e hipoteca. 
 
El Código Civil Italiano, en su artículo 2751 bis párrafo primero y segundo dispone 
 
“Art. 2751 bis Crediti per retribuzioni e provvigioni, crediti dei coltivatori diretti, delle 
società od enti cooperativi e delle imprese artigiane 
 
Hanno privilegio generale sui mobili i crediti riguardanti: 
 
1) le retribuzioni dovute, sotto qualsiasi forma, ai prestatori di lavoro subordinato 
e tutte le indennità dovute per effetto della cessazione del rapporto di lavoro, 
nonché il credito del lavoratore per i danni conseguenti alla mancata 
corresponsione, da parte del datore di lavoro, dei contributi previdenziali ed 
assicurativi obbligatori ed il credito per il risarcimento del danno subito per 
effetto di un licenziamento inefficace, nullo o annullabile; 
2) le retribuzioni dei professionisti e di ogni altro prestatore d'opera intellettuale 
dovute per gli ultimi due anni di prestazione; 
 
De su lectura se desprende que los créditos laborales son créditos con privilegio general. Por lo 
tanto serán clasificados en el apartado segundo del artículo 111 de la legislación concursal 
italiana, en cuanto al orden de preferencia, concretamente serán créditos garantiti in quanto 
assistiti da prelazione. 
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Por consiguiente, en el caso de que se abriese un procedimiento territorial en Italia, la vigencia 
de los contratos no se vería afectada y los créditos de los trabajadores tendrían rango 
privilegiado. 
 
3.2.8 Contrato con el técnico – especialista alemán 
 
Esta situación se puede englobar también  dentro de la excepción referente a contratos de 
trabajo. 
 
Desde el momento en que hablamos de salarios quiere decir que estamos ante una relación 
laboral y no mercantil, ya que sino hablaríamos de créditos. Por consiguiente, la relación con el 
técnico-especialista alemán la catalogamos de laboral, valiendo todo lo explicado a nivel 
jurídico en referencia a dicha excepción. 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento universal en Gerona, en referencia al contrato 
con el técnico-especialista alemán, debemos enfatizar que aquí sí que se produce una 
diferenciación entre la lex fori concursus y la lex contractus. El juez alemán consideró en el 
pleito que les enfrentó con la multinacional “CIP HOLDING” que la ley aplicable al contrato 
con el técnico-especialista alemán era la Ley alemana  y por ende, la lex contractus es la ley 
alemana.  
 
Por lo tanto deberemos acudir a la legislación concursal alemana (Insolvenzordnung), para 
determinar los efectos de la apertura del procedimiento de insolvencia sobre los contratos y 
relaciones laborales. Dicha legislación dispone en su artículo 108.1 dispone 
 
“Miet- und Pachtverhältnisse des Schuldners über unbewegliche Gegenstände oder 
Räume sowie Dienstverhältnisse des Schuldners bestehen mit Wirkung für die 
Insolvenzmasse fort. Dies gilt auch für Miet- und Pachtverhältnisse, die der Schuldner 
als Vermieter oder Verpächter eingegangen war und die sonstige Gegenstände 
betreffen, die einem Dritten, der ihre Anschaffung oder Herstellung finanziert hat, zur 
Sicherheit übertragen wurden”. 
 
De la lectura de este artículo se desprende que las relaciones laborales continúan una vez se ha 
producido la apertura del procedimiento concursal. No obstante, hemos de destacar lo 
establecido en el artículo 113 de la legislación alemana concursal que dispone 
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“Ein Dienstverhältnis, bei dem der Schuldner der Dienstberechtigte ist, kann vom 
Insolvenzverwalter und vom anderen Teil ohne Rücksicht auf eine vereinbarte 
Vertragsdauer oder einen vereinbarten Ausschluß des Rechts zur ordentlichen 
Kündigung gekündigt werden. Die Kündigungsfrist beträgt drei Monate zum 
Monatsende, wenn nicht eine kürzere Frist maßgeblich ist. Kündigt der Verwalter, so 
kann der andere Teil wegen der vorzeitigen Beendigung des Dienstverhältnisses als 
Insolvenzgläubiger Schadenersatz verlangen”. 
 
Este artículo establece que la relación laboral continua una vez se ha declarado la insolvencia, 
sin perjuicio de la facultad del administrador concursal de finalizarla. Si el administrador 
concursal finaliza la relación laboral,  el perjudicado (el ex trabajador) podrá reclamar daños y 
perjuicios como un acreedor del concurso por la prematura conclusión del contrato. 
 
 Sin embargo, para determinar si los créditos laborales gozan o no de un privilegio concursal, el 
montante o su rango deberemos acudir a la lex fori concursus, la LC y por lo tanto vale lo 
explicado con anterioridad. 
 
En consecuencia, si se abre un procedimiento universal, la relación laboral con el técnico – 
especialista alemán continuaría, sin perjuicio de la facultad del administrador concursal de 
finalizarla. Se reconocerá un carácter privilegiado general al crédito del técnico-especialista, 
teniendo en cuenta que los salarios relativos a los treinta últimos días antes de la declaración del 
concurso tendrán la consideración de créditos contra la masa. 
 
 
En el caso de que se abriese un procedimiento territorial en Italia, en referencia al contrato 
con el técnico-especialista alemán, debemos enfatizar que aquí sí que se produce una 
diferenciación entre la lex fori concursus y la lex contractus. El juez alemán consideró en el 
pleito que les enfrentó con la multinacional “CIP HOLDING” que la ley aplicable al contrato 
con el técnico-especialista alemán era la Ley alemana  y por ende, la lex contractus es la ley 
alemana. Mientras que la lex fori concursus es la legislación concursal italiana. 
 
Por lo tanto deberemos acudir a la legislación concursal alemana (Insolvenzordnung), para 
determinar los efectos de la apertura del procedimiento de insolvencia sobre los contratos y 
relaciones laborales. Dicha legislación dispone en su artículo 108 que la relación laboral 
continua una vez se ha declarado la insolvencia, sin perjuicio de la facultad del administrador 
concursal de finalizarla. 
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A efectos de establece el rango del crédito del técnico- especialista alemán, deberemos acudir a 
la lex fori concursus, es decir, la legislación concursal italiana, que tal como hemos dicho de la 
lectura de su artículo 111 en relación a su Código Civil se reconoce un privilegio general. 
 
Por lo tanto, el caso de apertura de un procedimiento territorial, en cuando al contrato con el 
técnico-especialista alemán, la relación laboral continuará una vez declarado la apertura del 
concurso, sin perjuicio de la facultad del administrador concursal de finalizarla. Además, el 
crédito del técnico-especialista tendrá el rango de crédito con privilegio general. 
 
 
3.3 Sujetos no domiciliados en el ámbito de aplicación del Reglamento de 
Insolvencia 
 
Es importante destacar que la relación que presenta con sus acreedores brasileños, uzbecos va 
más allá del ámbito de aplicación del Reglamento de Insolvencia, al no ser sujetos domiciliados 
en el ámbito de aplicación del mismo. Por lo tanto, a efectos de determinar la ley aplicable al 
procedimiento principal respecto a las relaciones con dichos acreedores, deberemos acudir no al 
Reglamento de Insolvencia, sino a las normas contenidas en el Título IX “ De las normas de 
Derecho Internacional Privado” (artículos 199-230) de la LC. 
 
3.3.1 Contratos con los proveedores brasileños y uzbecos 
 
Las deudas derivadas de estos contratos no entran dentro del ámbito de aplicación del 
Reglamento de Insolvencia, sino que deberemos acudir a las propias normas de Derecho 
Internacional Privado de la propia LC. 
 
La LC en su artículo 200 dispone 
 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, la ley española determinará 
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Por consiguiente, en referencia a los deudas con los proveedores uzbecos y brasileños, será la 
propia LC quien  determinará los efectos del concurso sobre dichos contratos y el rango de 
dichos créditos. Pero no por atribución del Reglamento de Insolvencia, sino por atribución  del 
Título IX de la LC. El rango de dichos créditos con anterioridad a la apertura del concurso será 
ordinario, mientras que posterioridad será créditos contra la masa. 
 
3.3.2 Contratos con trabajadores brasileños y uzbecos 
 
Las deudas derivadas de estos contratos no entran dentro del ámbito de aplicación del 
Reglamento de Insolvencia, sino que deberemos acudir a las propias normas de Derecho 
Internacional Privado de la propia LC. 
 
El artículo  200 de la LC establece que la ley española determinará los presupuestos y efectos 
del concurso declarado en España. Sin embargo, en sus artículos 201 a 209 establece una serie 
de excepciones a dicha premisa general. 
 
Podemos englobar a los contratos con los trabajadores brasileños y uzbecos dentro de la 
excepción contenida en el artículo 207 LC referente a contratos de trabajo. 
 
El artículo 207 LC dispone 
 
“Los efectos del concurso sobre el contrato de trabajo y sobre las relaciones laborales 
se regirán exclusivamente por la ley del Estado aplicable al contrato”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
Por lo tanto, tendremos que determinar en primer lugar cual es la ley aplicable a los contratos de 
trabajo con los trabajadores uzbecos y posteriormente determinar a ley aplicable a los contratos 
con trabajadores brasileños. 
 
Para ello, deberemos acudir al Reglamento nº 593/2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales (Roma I)39, en adelante RR1. Es de aplicación dicho reglamento porque tanto su 
ámbito de aplicación material como espacial tienen cabida. 
 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
39 Reglamento (CE) Nº 593/2008 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 17 de junio de 2008 sobre la ley aplicable 
a las obligaciones contractuales (Roma I).	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En referencia al ámbito de aplicación material, el artículo 1.1  del RR1 dispone 
 
“El presente Reglamento se aplicará a las obligaciones contractuales en materia civil y 
mercantil en las situaciones que impliquen un conflicto de leyes. 
 
No se aplicará, en particular, a las materias fiscales, aduaneras y administrativas”. 
 
El RR1 en su artículo 1 apartado segundo dispone un conjunto de materias que se excluyen del 
ámbito de aplicación material del mismo. El contrato de suministro no se puede englobar en 
ninguna de estas materias excluidas. 
 
En lo concerniente al ámbito de aplicación espacial, el RR1 en su artículo 2 establece 
 
“La ley designada por el presente Reglamento se aplicará aunque no sea la de un 
Estado miembro”. 
 
De la lectura de este artículo se refleja  que el RR1 tiene naturaleza universal o erga omnes. 
Esto significa que el RR1 determina la ley aplicable a todo contrato internacional sea con 
personas europeas o de terceros Estados, siempre y cuando sean competentes los órganos 
jurisdiccionales de un estado miembro de la UE. Dicho en otras palabras, siempre y cuando sean 
competentes los tribunales de un estado miembro de la UE, el juez está obligado a aplicar ese 
reglamento, porque tiene eficacia erga omnes. 
 
La naturaleza erga omnes del RR1 conlleva el desplazamiento del artículo 10.5 del Código 
Civil español (normas de DIPr contenidas en el Código civil). Dicha normativa interna sólo se 
aplicaría en aquello supuestos que queden fuera del ámbito material del reglamento. 
 
Una vez entendido los ámbitos de aplicación del RR1, éste  en su artículo 8.2 dispone 
 
“En la medida en que la ley aplicable al contrato individual de trabajo no haya sido 
elegida por las partes, el contrato se regirá por la ley del país en el cual, o en su 
defecto, a partir del cual el trabajador, en ejecución del contrato, realice su trabajo 
habitualmente. No se considerará que cambia el país de realización habitual del 
trabajo cuando el trabajador realice con carácter temporal su trabajo en otro país”. 
 
[El subrayado es nuestro] 
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Al realizar los trabajadores uzbecos y brasileños su trabajo de forma habitual en sus 
correspondientes países, la ley aplicable  a los contratos será la ley de Uzbekistán y la ley de 
Brasil respectivamente. 
 
Por lo tanto, en el caso de apertura de un procedimiento universal, los efectos sobre los 
contratos de trabajo y sobre las relaciones laborales de los trabajadores de Uzbekistán se regirán 
por la normativa de insolvencia de ese propio país. 
 
 
Mientras que los efectos sobre los contratos de trabajo y sobre las relaciones laborales de los 
trabajadores brasileños, se regirán por la normativa de insolvencia de Brasil. 
 
La regulación de la insolvencia de Brasil se encuentra en ubicada en la Ley 11.101 de 9 de 
febrero de 2005 (conocida como “Ley de Falencia” o “Nueva Ley de Quiebras”). 
 
No obstante, dicha ley no contiene referencia alguna a los efectos de la quiebra en los contratos 
de trabajo y no impone, por tanto la resolución de los mismos. Por lo tanto deberemos acudir a 
la Consolidaçao das Leis do Trabalho40 que en su artículo 449 dispone 
 
“ Os direitos oriundos da existência do contrato de trabalho subsistirão em caso de 
falência, concordata ou dissolução da empresa”.  
 
De la lectura de este artículo se desprende que los derechos derivados de los contratos de trabajo 
subsistirán en caso de quiebra, concordata o disolución de empresa. Por lo tanto, los contratos 
de trabajo subsisten en caso de declaración de apertura de un procedimiento de insolvencia. 
 
En cuanto al rango de los créditos laborales, deberemos acudir a lo dispuestos en la LC y por 
consiguiente vale lo explicado con anterioridad. 
 
Por consiguiente, en el caso de apertura de un procedimiento universal, los efectos sobre los 
contratos de trabajo y sobre las relaciones laborales de los trabajadores de Brasil se regirán por 
la normativa de insolvencia de ese propio país, que dispone que los contratos seguirán vigentes. 
En lo relativo a su rango, deberemos acudir a la LC la cual otorga un privilegio general a los 
mismos.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
40 Decreto-ley  nº5.452, de 1º de maio de 1943. Aprova a Consolidaçao des Leis de Trabalho. 
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3.4 Procedimiento independiente 
 
El posible procedimiento concursal abierto en Brasil sería tramitado mediante la 
legislación concursal brasileña. Asimismo, dicha legislación no realiza una diferenciación 
entre acreedores locales o extranjeros. 
 
Procedemos a  determinar el concreto tratamiento sobre los siguientes créditos de sus 
acreedores: 
 
3.4.1 Deudas fiscales 
 
El capítulo V “Da Falência”, Sección II “Da Classificação dos Créditos”, artículo 83 , 
establece el orden de prevalencia entre los diferentes créditos de los acreedores. El orden que 
establece es el siguiente: 
 
1. Primero son pagados los créditos extraconcursales, que son los relativos a la 
administración de la masa activa. 
2. Posteriormente son pagados los créditos concursales, en el siguiente orden: 
o En primer lugar los créditos laborales con la limitación de 150 salarios 
mínimos por acreedor. Lo que exceda de esta cuantía pasa a ser 
considerado crédito quirografario. Concretamente el artículo 83.1 
dispone: “ A classificação dos créditos na falência obedece à seguinte 
ordem: I – os créditos derivados da legislação do trabalho, limitados a 
150 (cento e cinqüenta) salários-mínimos por credor, e os decorrentes 
de acidentes de trabalho”. 
o Los créditos con garantía real. 
o Los créditos tributarios. 
o Los créditos con privilegio especial sobre determinados bienes. 
o Los créditos con privilegio general. 
o Los créditos quirografarios. 
o Los créditos subquirografarios. 
 
Por consiguiente, en el caso de apertura de un procedimiento concursal en Brasil,  el crédito 
procedente de sus deudas fiscales se situaría en el tercer puesto en el orden de pago de los 
créditos concursales. 
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3.4.2 Contratos con proveedores y suministrador 
 
El artículo 117 de la legislación concursal brasileña dispone 
 
“Os contratos bilaterais não se resolvem pela falência e podem ser cumpridos pelo 
administrador judicial se o cumprimento reduzir ou evitar o aumento do passivo da 
massa falida ou for necessário à manutenção e preservação de seus ativos, mediante 
autorização do Comitê” 
 
De la lectura de este artículo se desprende que los contratos bilaterales no quedan resueltos 
necesariamente por causa de declaración de la quiebra (concurso) y podrán ser ejecutados si el 
síndico lo considera adecuado.  
 
En referencia al rango que dichos créditos ostentan hemos de destacar el artículo 67 de la 
legislación concursal brasileña que dispone 
 
“Os créditos decorrentes de obrigações contraídas pelo devedor durante a 
recuperação judicial, inclusive aqueles relativos a despesas com fornecedores de bens 
ou serviços e contratos de mútuo, serão considerados extraconcursais, em caso de 
decretação de falência, respeitada, no que couber, a ordem estabelecida no art. 83 
desta Lei” 
 
[El subrayado es nuestro] 
 
De este artículo se desprende que las deudas con los proveedores y el suministrador generadas 
una vez declarado el concurso tendrán la consideración de créditos extra concursales (créditos 
contra la masa) mientras que los anteriores tendrán la consideración de créditos con privilegio 
general (artículo 83.V.b. legislación concursal brasileña). 
 
En consecuencia, los tribunales brasileños  considerarán los créditos derivados de las deudas 
con los proveedores  y con el suministrado anteriores a la declaración del concurso  como 
créditos con privilegio general , mientras que los posteriores tendrá la consideración de  créditos  
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3.4.3 Titularidad del inmueble en Londres hipotecado a favor del Banco 
Luxemburgués 
 
La hipoteca es un derecho real de garantía, por lo tanto, en virtud de la clasificación realizada 
por el artículo 83 de la legislación concursal brasileña, el crédito del Banco Luxemburgués, se 
situaría en el segundo puesto en el orden de pago de los créditos concursales. 
 
 
3.4.4 Contrato de arrendamiento del inmueble en Londres a una sociedad local 
inglés 
 
El artículo 119 apartado VII de la legislación concursal brasileña dispone 
 
“VII – a falência do locador não resolve o contrato de locação e, na falência do 
locatário, o administrador judicial pode, a qualquer tempo, denunciar o contrato”. 
 
De su lectura se desprende que la declaración de concurso del arrendador no resuelve el contrato 
de arrendamiento. No obstante, el síndico podrá en cualquier momento rescindir el contrato. 
 
El contrato de arrendamiento con la sociedad local inglés no se resolvería por la declaración de 




3.4.5 Compensación de deudas con CIP HOLDING en virtud de la estimación 
parcial de la demanda por parte del Tribunal de Berlín 
 
El artículo 122 de la legislación concursal brasileña dispone 
 
“Compensam-se, com preferência sobre todos os demais credores, as dívidas do 
devedor vencidas até o dia da decretação da falência, provenha o vencimento da 
sentença de falência ou não, obedecidos os requisitos da legislação civil”. 
 
Dicho artículo permite la compensación de las deudas que hayan surgido con anterioridad a la 
declaración del concurso, siempre que se cumplan los requisitos de la legislación civil. 
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En consecuencia, nos remitimos al Capítulo VII “ Da Compensaçao”, Seçao V “Do Tempo do 
Pagamento”, Título III “Do Adimplemento e Extinçao das obrigaçoes” del Código Civil 
brasileño41.  De su lectura se refleja que se cumplen los requisitos. 
 
No obstante,  el propio artículo 122 . II de la legislación concursal brasileña dispone 
 
“Parágrafo único. Não se compensam: 
 
II – os créditos, ainda que vencidos anteriormente, transferidos quando já conhecido o 
estado de crise econômico-financeira do devedor ou cuja transferência se operou com 
fraude ou dolo”. 
 
De una lectura conjunta de todo el artículo se desprende que por regla general las deudas que 
hayan surgido con anterioridad a la declaración del concurso, siempre que se cumplan los 
requisitos de la legislación civil, serán compensables; aunque si ha habido mala fe en la 
situación que origina el crédito no cabrá dicha compensación (si por ejemplo una empresa se ha 
endeudado conociendo que está en una grave situación económica). No consideramos que haya 
habido mala fe ya que justamente ustedes se encuentran en esta situación debido a la deuda 
multimillonaria con CIP HOLDING (deuda que pretende compensar). 
 
Por lo tanto, con los datos que disponemos, desconocemos la concurrencia de mala fe, podemos 
determinar que en el procedimiento concursal abierto en Brasil, cabrá la posibilidad de 
compensación de sus deudas con CIP HOLDING. 
 
 
3.4.6 Maquinaria sujeta a reservas de dominio a favor de la sociedad austriaca 
NEUER, A.G 
 
El artículo 119. IV de la legislación concursal brasileña  establece 
 
“Nas relações contratuais a seguir mencionadas prevalecerão as seguintes regras: 
 
administrador judicial, ouvido o Comitê, restituirá a coisa móvel comprada pelo 
devedor com reserva de domínio do vendedor se resolver não continuar a execução do 
contrato, exigindo a devolução, nos termos do contrato, dos valores pagos”. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
41 Lei nº 10.406, de 10 de Janeiro de 2002.  
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De la lectura de este artículo se desprende que el síndico devolverá la cosa móvil comprada por 
el deudor con reserva de dominio si el vendedor no quiere continuar con el contrato, exigiendo 
el síndico las cuotas pagadas por el deudor declarado en concurso. 
 
Por lo tanto, la sociedad austriaca NEUER, A.G en el caso de que se abra un procedimiento 
concursal en brasil podrá optar por no continuar con el contrato y por consiguiente ustedes 
deberán devolver el la maquinaria a dicha mercantil austriaca sin perjuicio de que éste devuelva 
las cuotas que han pagado. 
 
 
3.4.7 Deudas con trabajadores 
 
Tal como hemos explicado con anterioridad la ley concursal brasileña no contiene referencia 
alguna a los efectos de la quiebra en los contratos de trabajo y no impone, por tanto la 
resolución de los mismos. Por consiguiente, debemos acudir a la Consolidaçao das Leis do 
Trabalho que en su artículo 449 establece que los contratos laborales subsistirán en caso de 
quiebra, concordata o disolución de empresa. Por lo tanto, los contratos de trabajo subsisten en 
caso de declaración de apertura de un procedimiento de insolvencia. 
 
En cuanto al rango que dichos créditos ostenta debemos acudir al ya citado artículo 83 de la 
legislación concursal brasileña que establece que los créditos laborales tiene preferencia 
respecto a todos los demás créditos concursales, únicamente teniendo preferencia a los mismos 
los créditos extraconcursales. Todo ello teniendo en cuenta el límite de 150 salarios mínimos 
por acreedor. Los créditos provenientes de obligaciones laborales por encima del límite de 150 
salarios mínimos, tendrán la consideración de créditos quirografarios, es decir, sin garantía. 
 
En consecuencia, la declaración de apertura de un procedimiento concursal en Brasil no afecta a 
la vigencia de los contratos laborales. Dichos créditos tiene preferencia respecto a todos los 
demás créditos concursales, únicamente teniendo preferencia a los mismos los créditos 
extraconcursales. Todo ello teniendo en cuenta el límite de 150 salarios mínimos por acreedor; 










Se recomienda la apertura voluntaria de un procedimiento concursal de carácter 
universal ante los Juzgados de lo Mercantil de la ciudad de Gerona. 
 
 
Ante su situación de insolvencia, como ya se ha dicho, existe la posibilidad de apertura de hasta 
tres procedimientos concursales: un procedimiento de carácter universal que se abriría ante los 
Juzgados de lo Mercantil de la ciudad de Gerona, un procedimiento de carácter territorial cuya 
apertura correspondería a los tribunales de la ciudad italiana donde esté ubicada su filial y un 
procedimiento de insolvencia independiente en Brasil, concretamente ante los tribunales donde 
se encuentra situada su sucursal. 
 
Sin embargo, se recomienda que se produzca la apertura voluntaria del procedimiento principal 
en Gerona ya que en dicho procedimiento se podría realizar la compensación de sus deudas con 
la multinacional “CIP HOLDING”. Al ser dicha deuda, entre las que conforman su masa pasiva, 
la de mayor cuantía con diferencia y el motivo principal por la que se encuentra ante esta 
situación de necesidad de iniciación de un procedimiento de insolvencia, es aconsejable en 
beneficio de sus intereses que se abra un procedimiento ahí. Esta situación no impide se abra 
con posterioridad el procedimiento territorial en Italia, procedimiento donde en virtud de la 
información suministrada no hemos podido confirmar la posibilidad de compensación de la 
deuda con “CIP HOLDIND”. No obstante, el Reglamento de Insolvencia determina  reglas de 
coordinación ante la pluralidad de apertura de procedimientos, reglas que determinan la 
primacía del procedimiento universal respecto al territorial y, por lo tanto, no se vería afectada 
la compensación de deudas. 
 
Por otro lado, en referencia a la posibilidad de apertura de un procedimiento de insolvencia en 
Brasil, hemos llegado a la conclusión que en dicho procedimiento cabe también la 
compensación de deudas con la multinacional “CIP HOLDING”. Sin embargo, al no existir una 
regulación específica del reconocimiento y ejecución de resoluciones extranjeras en materia de 
insolvencia en Brasil, una nula jurisprudencia al respecto y al ser un  país con el que no hay un 
grado de integración jurídica como con los países de la Unión Europea, no podemos confirmar 
que el tribunal brasileño fuera a reconocer y ejecutar las resoluciones dictadas por el Juzgado de 
lo Mercantil de Gerona y , por lo tanto, poca importancia tendrá que se pueda compensar las 
deudas en Brasil, ya que si el tribunal brasileño no reconoce y ejecuta las resoluciones dictadas 
en España, el Juzgado de lo Mercantil de Gerona, en virtud del principio de reciprocidad, 
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tampoco las reconocerá y ejecutará. Por consiguiente, la posibilidad de iniciación de un 
procedimiento concursal en Brasil carece de relevancia práctica. 
 
Por todo ello, consideremos que ante su situación de insolvencia, la mejor alternativa posible es 
la apertura voluntaria de un procedimiento de insolvencia de carácter universal ante los 






Este es el Dictamen que emito según mi leal saber y entender, y que someto a cualquier otro 





















Barcelona, 16 de enero de 2015 
 
 
Fdo. Don Nicolás Noms Heredia. 
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4. Conclusión académica 
 
 
Como todo trabajo que versa sobre la óptica del Derecho Internacional Privado, conlleva un 
grado de dificultad elevado en su elaboración. El Derecho Internacional Privado implica la 
conjugación e interrelación de normativas de diferentes países a efectos de alcanzar el resultado 
deseado y ello, obliga  a que tengamos que estar muy atentos en determinar como se relacionan 
las  mismas.  
 
Dicha dificultad se acentúa cuando tenemos que realizar un trabajo que trata sobre el Derecho 
Concursal. Esta rama del derecho es de difícil comprensión y entendimiento a nivel estatal. Por 
lo tanto, si realizamos un análisis del tratamiento del Derecho Concursal desde una óptica 
internacional se multiplican los problemas en la elaboración del trabajo.  
 
Entre los obstáculos con las que me he enfrentado, destaco la búsqueda e interpretación de 
diferentes leyes extranjeras que me ha llevado a la lectura de preceptos legales en inglés, 
portugués, italiano y alemán. Asimismo, resaltar la dificultad añadida que tiene un trabajo en 
formato dictamen, ya que a parte de la argumentación jurídica se debe hacer el esfuerzo de 
plasmar con la máxima sencillez de vocabulario las conclusiones alcanzadas para que el cliente 
pueda entenderlas. Para ello, he dividido el dictamen en diferentes apartados y subapartados 
enmarcando las conclusiones, para facilitar la lectura de mi cliente. 
 
El tema “el tratamiento de la insolvencia transfronteriza” es una materia sobre la que no se ha 
publicado mucho y en la que existe una escasa jurisprudencia. Debido a ello, he tenido que 
realizar un gran esfuerzo de comprensión y análisis para entender como se articulan las 
diferentes normas dentro de esta  materia a efectos de poder aplicarlas a la resolución del 
dictamen encargado por mi cliente. 
 
Debido a la internacionalización de las actividades económicas se produce un aumento de las 
posibilidades de que surjan supuestos de insolvencia transfronteriza, más si cabe en un contexto 
de crisis económica en el que estamos inmersos y en el que el número de quiebras de las 
empresas ha aumentado. Por ello, considero que es un tema de una importancia creciente y que 
debería explicarse en la universidad con mayor profundidad. 
 
En virtud de la elaboración del presente trabajo he constatado de primera mano que si en mi 
futuro ejercicio profesional me encuentro ante la necesidad de elaborar de un dictamen de 
carácter internacional, deberé prestar suma atención en la interrelación de las diferentes fuentes 
normativas, en interpretar y comprender normativas en diferentes idiomas para poder dar 
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solución a las preguntas formuladas por mi cliente, y ello, conlleva un ejercicio profesional 
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a) De ámbito comunitario 
 
• Reglamento (CE) nº 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre 
procedimientos de insolvencia (DO L 160 de 30.6.2000, p.1). 
• Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil  (DO L 351 de 
20.12.2012, p.1). 
• Reglamento (CE) nº 593/2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales ( DO L 177 de 4.7.2008, p.6). 
 
b) De ámbito nacional  
 
España 
• Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (BOE núm. 164, de 10/07/2003). 
• Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (BOE núm. 157, de 
02/07/1985). 
• Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil (BOE 
núm. 206, de 25/07/1889). 
• Real Decreto de 3 de febrero de 1881, de promulgación de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
• Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el reino de España y 
la república federativa de Brasil hecho en Madrid el 13 de abril de 1989 
(BOE núm. 164, de 10 de julio de 1991, páginas 22988 a 22992). 
 
Italia 
• Real Decreto de 16 de marzo 1942 n. 267 por el que se aprueba la Legge 
fallimentare.  
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Brasil 
 
• Lei 11.101 de 9 de fevereiro de 2005. 
• Lei nº 5.869, de 11 de janeiro de 1973. 
• Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el reino de España y 
la república federativa de Brasil hecho en Madrid el 13 de abril de 1989 
(BOE núm. 164, de 10 de julio de 1991, páginas 22988 a 22992). 
• Constituição da República Federativa do Brasil, 1988. 
• Decreto-lei  nº5.452, de 1º de maio de 1943. Aprova a Consolidaçao des Leis 
de Trabalho. 
• Lei nº 10.406, de 10 de Janeiro de 2002. 
 
Reino Unido 
• Insolvency Act 1986. 
 
Alemania 
• Insolvenzordnung vom 5. Oktober 1994 (BGBl. I S. 2866), die zuletzt 
durch Artikel 6 des Gesetzes vom 31. August 2013 (BGBl. I S. 3533) geändert 
worden ist.  
 
Estados Unidos  
 





- Del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
 
a) Jurisprudencia consultada no citada 
 
• STJUE 17 marzo 2005, as. C-294/02, AMI y otros. 
• STUJE 17 enero 2006, as. C-1/04, Susane Staubitz-Schreiber.  
• STJUE 12 febrero 2009, as. C- 339/07, Christopher Seagon vs. Deko 
Marty Belgium NV. 
• STJUE 2 julio 2009, as. C-111/08, SCT Industri.  
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• STJUE 10 septiembre 2009, as. C-292/08, German Graphics vs. Alice.  
van der Schee .  
• STJUE 21 enero 2010, as. C- 444/07, MG Probud Gdynia.  
• STJUE 17 febrero 2011, as, C-283/09, Artu Werynski vs Mediatel.   
• STJUE 17 noviembre 2011, as C- 112/10, Zaca Retail BV . 
• STJUE 19 abril 2012, as. C-213/10, F-Tex SIA .  
• STJUE 5 julio 2012, as. C- 525/10, Erste Bank Hungary Nyrt vs 
Magyar Állam, BCL Trading GMBH, ERSTE Befektetési Zrt. 
 
b) Jurisprudencia citada 
 
•   STJUE 2 mayo 2006, as.. C-341/04, Eurofood IFSC Ltd . 
• STJUE 20 octubre 2011, as. C-396/09, Interedil Srl . 




• Sent. Tribunale di Milano 6 julio 2005, RDIPP, 2006. 
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Ed. Marcial Pons, Barcelona, 2005. 
• ALFONSO MUÑOZ PAREDES, P., “ Tratado de Insolvencia. Tomo 
II”. Ed. Aranzadi,2012 
• ARRAIZA JIMÉNEZ, P,. “El concurso de acreedores. Una dimensión 
internacional”. Ed. Fe d’erratas, Madrid, 2013. 
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Leyes 22/2003 y 8/2003, de 9 de julio”. Ed. Dykinson, Madrid,2004. 
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6. Anexo 
 
TRABAJO DE FINAL DE GRADO 
 








1.  PLANTEAMIENTO FACTICO 
 
 Su cliente, la sociedad con domicilio en Girona "CONSTRUCCIONES FITÓ, S.L.", no 
puede hacer frente a sus deudas a raíz de la posición en la que le ha dejado la sentencia judicial 
recaída en el pleito que le ha enfrentado en Berlín con  la multinacional alemana "CIP HOLDING", 
en relación con determinados trabajos contratados para  la construcción de una presa en 
Uzbekistán, en el que el juez alemán estimó ampliamente la demanda de indemnización por daños 




2. "CONSTRUCCIONES FITÓ, S.L." se plantea la iniciación de un procedimiento de 
insolvencia,  pero antes de realizar actuación alguna, DESEA RECIBIR 
ASESORAMIENTO SOBRE LOS SIGUIENTES EXTREMOS: 
 
 
a) ¿Qué tribunales son competentes para iniciar un procedimiento principal de insolvencia? 
¿Qué sucede en relación a los establecimientos fuera de España?  
 
 b) ¿Qué ley aplican dichos tribunales?  
 
 c) ¿Qué sucede con los bienes situados fuera de la Unión Europea: establecimientos, 
depósitos bancarios?  
 
d) ¿Qué sucede con los derechos reales y derechos sobre inmuebles: hipoteca, reservas de 
dominio, arrendamiento?  
 
e) ¿Qué sucede con la posibilidad de compensación parcial entre las deudas de los 
litigantes? 
 
 f)  ¿Que créditos pueden insinuarse y dónde?  
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3.  DATOS A CONSIDERAR 
 
  A)  Bienes de activo de "CONSTRUCCIONES FITÓ, S.L." 
 
a) Una parte de la maquinaria queda en Uzbekistán. Está afecta a una reserva de dominio 
a favor de la sociedad austriaca vendedora "NEUER, A.G." al estar pendiente de 
pago parte del precio por la cantidad de xxx Euros. 
 
b) Además de otras obras iniciadas en España y la de Uzbekistán, está realizando labores 
de encofrado en Brasil (mediante una sucursal) y en Italia (mediante una filial), 
lugar en el que está realizando simultáneamente tres obras con maquinaria muy 
valiosa sujeta también a reserva de dominio a favor de "NEUER, A.G.". Además 
de los bienes materiales afectos a dichos establecimientos, acredita ciertas 
cantidades de los dueños locales de dichas obras.  
 
c) La empresa es titular de un inmueble en Londres (adjudicado en su día en pago de una 
obra), hipotecado a favor de un banco luxemburgués y arrendado a una sociedad 
local inglés. 
 
d) La empresa es titular asimismo de unos valores cotizados en la bolsa de Nueva York, 
respecto de los que acaba de dar la orden de venta.   
 
e) También tiene un crédito contra "CIP HOLDING", ya que el juez alemán, que declaró 
que la ley aplicable al contrato era la alemana, estimó en parte la demanda en 
cuanto a las certificaciones no pagadas (esto es, la condena por daños y perjuicios 
contra "CONSTRUCCIONES FITÓ, S.L." con base en que la reconvención quedó 
ilíquida en el proceso declarativo).  
 
f) Tiene también un depósito de dinerario denominado en dólares en un banco suizo. 
 
g) Tiene, por último y aparte de varios bienes muebles e inmuebles situados en España, 
dos patentes comunitarias y la marca comunitaria "CONSTRUCCIONES FITÓ". 
 
  B)  Bienes de pasivo de "CONSTRUCCIONES FITÓ, S.L." 
 
a) La deuda multimillonaria resultante del pleito con "CIP HOLDING", pendiente de 
liquidar. 
 
b) La deuda con "NEUER, A.G.", en relación con la maquinaria. 
 
c) Deudas fiscales en España, Reino Unido, Brasil e Italia. 
 
d) Deudas con trabajadores y proveedores en España, Uzbekistán y Brasil.  También 
tiene una deuda con suministradores italianos, pero ha dado la orden de pago a 60 
días. 
 
e) Los salarios corrientes con el técnico-especialista alemán, pues el tribunal alemán, de acuerdo 
con la ley aplicable al contrato, estimó que la relación c 
